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Presentación
La Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo (INDDHH) es un 
organismo estatal autónomo que funciona en el ámbito del Poder Legislativo y tiene 
por cometido la defensa, promoción y protección, en toda su extensión, de los derechos 
humanos reconocidos por la Constitución de la República y el Derecho Internacional.

Su creación fue la culminación de un largo proceso participativo y contó con el apo-
yo de las organizaciones sociales, la comunidad internacional y todos los partidos polí-
ticos uruguayos con representación parlamentaria.

Fue creada por la Ley 18.446, de 24 de diciembre de 2008 (modificada posteriormen-
te por las Leyes 18.806 y 19.763, de 14 de setiembre de 2011 y 21 de junio de 2019), en 
cumplimiento de los Principios de París adoptados por la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, por Resolución 48/134 de 1993, así como de los compromisos asumidos 
en la Declaración y Programa de Acción de Viena, emanados de la Conferencia Mundial 
de Derechos Humanos del año 1993.

Es un instrumento complementario de otros ya existentes, destinado a otorgar ma-
yores garantías a las personas en el goce efectivo de sus derechos y a verificar que las 
leyes, las prácticas administrativas y las políticas públicas se ajusten a las normas nacio-
nales e internacionales de protección de los derechos humanos. 

La Institución no se halla sujeta a ninguna jerarquía, su funcionamiento es autónomo, 
no pudiendo recibir instrucciones, ni órdenes de ninguna autoridad. Sus resoluciones tie-
nen carácter de recomendaciones y, consecuentemente, no pueden modificar ni anular 
actos administrativos o jurisdiccionales.

La INDDHH es dirigida por un Consejo Directivo de cinco miembros cuya integra-
ción es propuesta por organizaciones de la sociedad civil y por integrantes del Poder 
Legislativo. Su designación requiere de la aprobación de la Asamblea General y el man-
dato se extiende por cinco años. La presidencia de la INDDHH es ocupada de forma 
rotativa por períodos de un año por cada uno/a de los miembros del Consejo Directivo. 

El Marco Jurídico que regula la actuación de la INDDHH se compone de la ley de 
creación (ya citada, al igual que sus actualizaciones) y un conjunto de leyes posteriores 
que le encomiendan responsabilidades específicas en varias áreas y amplían sus come-
tidos, sin perjuicio de los instrumentos internacionales en la materia.

Consejo Directivo
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo
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Principios de París
Principios relativos al estatuto  

y funcionamiento de las Instituciones Nacionales de  
Protección y Promoción de los Derechos Humanos

Adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas, por Resolución 48/134 de 1993 

COMPETENCIA Y ATRIBUCIONES

1. La institución nacional será competente en el ámbito de la promoción y protección 
de los derechos humanos. 

2. La institución nacional dispondrá del mandato más amplio posible, claramente enun-
ciado en un texto constitucional o legislativo, que establezca su composición y su 
ámbito de competencia. 

3. La institución nacional tendrá, en particular, las siguientes atribuciones: 

a) presentar, a título consultivo, al gobierno, al Parlamento y a cualquier otro órgano 
pertinente, a instancia de las autoridades interesadas o en ejercicio de su facultad 
de autosumisión, dictámenes, recomendaciones, propuestas e informes sobre to-
das las cuestiones relativas a la protección y promoción de los derechos humanos; 
la institución nacional podrá decidir hacerlos públicos; los dictámenes, las reco-
mendaciones, las proposiciones y los informes, así como cualquier prerrogativa de 
la institución nacional, abarcarán las siguientes esferas: 

i) todas las disposiciones de carácter legislativo y administrativo, así como las re-
lativas a la organización judicial, destinadas a preservar y ampliar la protección 
de los derechos humanos; a este respecto, la institución nacional examinará la 
legislación y los textos administrativos en vigor, así como los proyectos y pro-
posiciones de ley y hará las recomendaciones que considere apropiadas para 
garantizar que esos textos respeten los principios fundamentales en materia 
de derechos humanos; en caso necesario, la institución nacional recomenda-
rá la aprobación de una nueva legislación, la modificación de la legislación en 
vigor y la adopción de medidas administrativas o su modificación; 

ii) toda situación de violación de los derechos humanos de la cual decida ocuparse; 

iii) la elaboración de informes sobre la situación nacional en materia de derechos 
humanos en general o sobre cuestiones más específicas; 



14 Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo

iv) señalar a la atención del Gobierno las situaciones de violación de los dere-
chos humanos en cualquier parte del país, proponer medidas encaminadas 
a poner término a esas situaciones y, en su caso, emitir un dictamen sobre la 
posición y reacción del gobierno; 

b) promover y asegurar que la legislación, los reglamentos y las prácticas nacionales se 
armonicen con los instrumentos internacionales de derechos humanos en los que 
el Estado sea parte, y que su aplicación sea efectiva; 

c) alentar la ratificación de esos instrumentos o la adhesión a esos textos y asegurar 
su aplicación; 

d) contribuir a la elaboración de los informes que los Estados deban presentar a los 
órganos y comités de las Naciones Unidas, así como a las instituciones regionales, 
en cumplimiento de sus obligaciones contraídas en virtud de tratados y, en su caso, 
emitir un dictamen a ese respecto, en el marco del respeto de su independencia;

e) cooperar con las Naciones Unidas y los demás organismos del sistema de las Nacio-
nes Unidas, las instituciones regionales y las instituciones de otros países que sean 
competentes en las esferas de la promoción y protección de los derechos humanos; 

f ) colaborar a la elaboración de programas relativos a la enseñanza y la investigación 
en la esfera de los derechos humanos y participar en su aplicación en el ámbito 
escolar, universitario y profesional; 

g) dar a conocer los derechos humanos y la lucha contra todas las formas de discri-
minación, en particular la discriminación racial, sensibilizando a la opinión pública, 
en particular mediante la información y la enseñanza, recurriendo para ello a to-
dos los medios de comunicación. 

COMPOSICIÓN Y GARANTÍAS DE  
INDEPENDENCIA Y PLURALISMO

1. La composición de la institución nacional y el nombramiento de sus miembros, por vía 
de elección o de otro modo, deberán ajustarse a un procedimiento que ofrezca todas 
las garantías necesarias para asegurar la representación pluralista de las fuerzas sociales 
(de la sociedad civil) interesadas en la promoción y protección de los derechos huma-
nos, en particular mediante facultades que permitan lograr la cooperación eficaz o la 
participación de los representantes de: 

a) las organizaciones no gubernamentales competentes en la esfera de los derechos 
humanos y la lucha contra la discriminación racial, los sindicatos, las organizacio-
nes socioprofesionales interesadas, en particular juristas, médicos, periodistas y 
personalidades científicas; 
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b) las corrientes de pensamiento filosófico y religioso; 

c) los universitarios y especialistas calificados; 

d) el Parlamento; 

e) las administraciones (de incluirse, los representantes de las administraciones sólo 
participarán en los debates a título consultivo). 

2. La institución nacional dispondrá de una infraestructura apropiada para el buen des-
empeño de sus funciones, y en particular de créditos suficientes. Esos créditos de-
berán destinarse principalmente a la dotación de personal y locales propios, a fin de 
lograr la autonomía respecto del Estado y no estar sujeta a controles financieros que 
podrían limitar su independencia. 

3. En el interés de la estabilidad del mandato de los miembros de la institución nacional, 
sin la cual no habrá una verdadera independencia, su nombramiento se hará me-
diante acto oficial en el que se señale un plazo determinado de duración del manda-
to. Este podrá prorrogarse bajo reserva de que se siga garantizado el pluralismo de su 
composición. 

MODALIDADES DE FUNCIONAMIENTO

En el marco de sus actividades, la institución nacional deberá: 

a) examinar libremente todas las cuestiones comprendidas en el ámbito de su compe-
tencia, que le sean sometidas por el gobierno o que decida conocer en virtud de sus 
atribuciones, a propuesta de sus miembros o de cualquier solicitante;

b) recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesa-
rios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia; 

c) dirigirse a la opinión pública, directamente o por intermedio de cualquier órgano de co-
municación, especialmente para dar a conocer sus opiniones y recomendaciones; 

d) reunirse de manera regular y cada vez que sea necesario, en presencia de todos sus 
miembros, debidamente convocados; 

e) establecer grupos de trabajo integrados por sus miembros, cada vez que sea ne-
cesario, así como secciones locales o regionales para facilitar el desempeño de sus 
funciones; 

f ) mantener la coordinación con los demás órganos de carácter jurisdiccional o de otra ín-
dole encargados de la promoción y protección de los derechos humanos (en particular, 
ombudsman, mediadores u otras instituciones similares); 

g) establecer relaciones con organizaciones no gubernamentales que se ocupen de la 
promoción y protección de los derechos humanos, el desarrollo económico y social, 
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}
la lucha contra el racismo, la protección de los grupos especialmente vulnerables (en 
particular, niños, trabajadores migratorios, refugiados, incapacitados físicos y menta-
les) o de otras esferas especializadas, habida cuenta de la importancia fundamental de 
la labor de esas organizaciones para ampliar la acción de las instituciones nacionales. 

PRINCIPIOS COMPLEMENTARIOS RELATIVOS AL  
ESTATUTO DE LAS COMISIONES DOTADAS DE  

COMPETENCIA CUASI JURISDICCIONAL

La institución nacional podrá estar facultada para recibir y examinar denuncias y de-
mandas relativas a situaciones particulares. Podrán recurrir a ella los particulares, sus 
representantes, terceros, organizaciones no gubernamentales, asociaciones de sindi-
catos y cualquier otra organización representativa. En ese caso, y sin perjuicio de los 
principios antes mencionados que se refieren a otros aspectos de la competencia de las 
comisiones, las funciones que se les encomienden podrán inspirarse en los siguientes 
principios: 

a) tratar de hallar una solución amistosa mediante la conciliación o, dentro de los límites 
establecidos por ley, mediante decisiones obligatorias o, en su caso, cuando sea ne-
cesario, siguiendo un procedimiento de carácter confidencial; 

b) informar al autor de la demanda acerca de sus derechos, en particular de los recursos 
de que dispone, y facilitarle el acceso a esos recursos; 

c) conocer de todas las denuncias o demandas o transmitirlas a cualquier otra autoridad 
competente, dentro de los límites establecidos por ley;

d) formular recomendaciones a las autoridades competentes, en particular proponer 
modificaciones o reformas de leyes, reglamentos y prácticas administrativas, espe-
cialmente cuando ellas sean la fuente de las dificultades encontradas por los deman-
dantes para hacer valer sus derechos.



} II. Ley N° 18.446  
Creación Institución 

Nacional de Derechos 
Humanos





19Marco Jurídico

Ley n° 18.446
Creación Institución Nacional  

de Derechos Humanos (INDDHH)

Promulgación: 24/12/2008
Publicación: 27/01/2009

CAPÍTULO I 

CREACIÓN

Artículo 1 (Creación).- Créase la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defen-
soría del Pueblo, como una institución del Poder Legislativo, la que tendrá por cometido, 
en el ámbito de competencias definido por esta ley, la defensa, promoción y protección 
en toda su extensión, de los derechos humanos reconocidos por la Constitución de la 
República y el Derecho Internacional. (*)

(*): Redacción dada por: Ley Nº 18.806 de 14/09/2011 artículo 1.

Artículo 2 (Autonomía).- La INDDHH no se hallará sujeta a jerarquía y tendrá un fun-
cionamiento autónomo no pudiendo recibir instrucciones ni órdenes de ninguna au-
toridad.

CAPÍTULO II 

COMPETENCIA

Artículo 3 (Efectos de las resoluciones).- Las resoluciones de la INDDHH tendrán 
el carácter de recomendaciones y, consecuentemente, no podrán modificar ni anular 
actos administrativos o jurisdiccionales.

Artículo 4 (Competencia).- La INDDHH será competente para:

A) Proponer la suscripción, aprobación, ratificación, adhesión e implementación de tra-
tados internacionales relacionados con derechos humanos.
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B) Proponer la denuncia de tratados internacionales que a juicio de la INDDHH sean 
violatorios de los derechos humanos.

C) Promover la adopción de las medidas que considere adecuadas para que el orde-
namiento jurídico y las prácticas administrativas e institucionales se armonicen con 
los instrumentos internacionales relacionados con derechos humanos en los que el 
Estado sea parte.

D) Emitir opiniones y recomendaciones sobre los informes que el Estado se proponga 
presentar o que hubiere presentado a los órganos encargados del contralor internacio-
nal de las obligaciones contraídas por el Estado, en virtud de tratados internacionales 
relacionados con derechos humanos y sobre las observaciones que dichos órganos 
internacionales de contralor hubieran emitido respecto de los informes del Estado.

E) Colaborar con las autoridades competentes en los informes que el Estado deba 
presentar a los órganos encargados del contralor internacional de las obligaciones 
contraídas por el Estado, en virtud de tratados internacionales relacionados con los 
derechos humanos.

F) Realizar, con el alcance y extensión que considere pertinente, estudios e informes sobre 
la situación nacional, departamental o zonal, relacionados con los derechos humanos, 
sobre derechos humanos especialmente considerados y sobre cuestiones específicas 
relacionadas con los derechos humanos.

G) Recomendar y proponer la adopción, supresión o modificación de prácticas institu-
cionales, prácticas o medidas administrativas y criterios utilizados para el dictado de 
actos administrativos o resoluciones, que a su juicio redunden en una mejor protec-
ción de los derechos humanos.

H) Emitir opiniones, recomendaciones y propuestas sobre proyectos de ley o pro-
puestas de reformas constitucionales relacionados con los derechos humanos.

I) Recomendar a las autoridades competentes la aprobación, derogación o modifica-
ción de las normas del ordenamiento jurídico que a su juicio redunden en una mejor 
protección de los derechos humanos.

J) Conocer e investigar presuntas violaciones a los derechos humanos, a petición de 
parte o de oficio, de acuerdo al procedimiento que se establece en la presente ley.

K) Proponer a las autoridades competentes la adopción de las medidas que considere 
pertinentes para poner fin a la violación de derechos humanos que haya constatado, 
establecer el plazo en el cual deberán ser cumplidas y sugerir las medidas reparatorias 
que estime adecuadas, sin perjuicio de realizar recomendaciones generales para elimi-
nar o prevenir situaciones similares o semejantes.

L) Proponer a las autoridades competentes, en el curso de una investigación que esté 
realizando de oficio o a denuncia de parte, la adopción de las medidas provisionales 
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de carácter urgente que considere pertinentes para que cese la presunta violación de 
los derechos humanos, impedir la consumación de perjuicios, el incremento de los 
ya generados o el cese de los mismos.

M) Cooperar, para la promoción y protección de los derechos humanos, con los órganos 
internacionales encargados del contralor internacional de las obligaciones contraí-
das por el Estado, con instituciones u organizaciones internacionales regionales o 
instituciones nacionales, que sean competentes en la promoción y protección de los 
derechos humanos.

N) Colaborar con las autoridades competentes en la educación en derechos humanos 
en todos los niveles de enseñanza y, especialmente, colaborar con la Dirección de 
Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura en los programas genera-
les y especiales de formación y capacitación en derechos humanos destinados a los 
funcionarios públicos, particularmente en los previstos en el artículo 30 de la Ley Nº 
18.026, de 25 de setiembre de 2006.

O) Informar y difundir de la forma más amplia posible a la opinión pública, los derechos 
humanos, las normas nacionales e internacionales que los regulan y los mecanismos 
de protección nacional e internacional.

Artículo 5 (Alcance).- La competencia de la INDDHH, con las excepciones que expre-
samente se establecen, se extiende a todos los Poderes y organismos públicos cuales-
quiera sea su naturaleza jurídica y función, sea que actúen en el territorio nacional o en 
el extranjero.

Quedan comprendidas en la competencia de la INDDHH las entidades paraestatales, 
sociedades de economía mixta, personas públicas no estatales y entidades privadas que 
presten servicios públicos o sociales.

La competencia de la INDDHH en relación con personas privadas se entenderá con 
los organismos públicos de su contralor y supervisión, conforme a los procedimientos 
establecidos en la presente ley.

Artículo 6 (Inhibición).- La INDDHH no tendrá competencia en asuntos que se en-
cuentren en trámite de resolución en la vía jurisdiccional ante los organismos com-
petentes o ante el Contencioso Administrativo. En caso de denuncias, procederá de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 19 de esta ley. Sin perjuicio, la INDDHH tendrá 
competencia para efectuar propuestas sobre aspectos generales y realizar informes o 
emitir opiniones en relación con la función administrativa de los organismos con fun-
ción jurisdiccional y su organización.
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Artículo 7 (Impugnabilidad).- Las resoluciones de la INDDHH que correspondan al 
ámbito de las competencias establecidas en el artículo 4° de esta ley, deberán ser fun-
dadas y no admitirán recurso. Los demás actos administrativos podrán ser impugnados 
mediante el recurso de revocación ante el Consejo Directivo, con cuya resolución expre-
sa o ficta quedará agotada la vía administrativa, habilitando la vía contenciosa (artículos 
317 y siguientes de la Constitución de la República). (*)

Redacción dada por: Ley Nº 19.763 de 21/06/2019 artículo 1

Artículo 8 (Difusión pública de resoluciones).- Cuando la INDDHH emita recomen-
daciones, opiniones o propuestas sin haber mediado solicitud previa de los organis-
mos involucrados en las mismas y considere que no se verifican situaciones graves o 
urgentes a resolver, dichas recomendaciones, opiniones o propuestas se comunicarán 
a las autoridades u organismos involucrados sin que la INDDHH le dé difusión pública 
durante el plazo que ésta determine para cada caso.

Lo dispuesto precedentemente no aplicará ante supuestos de denuncias que se re-
gularán por el procedimiento correspondiente, ni cuando la INDDHH sesione en Asam-
blea Nacional de Derechos Humanos o cuando se trate de brindar informes anuales o 
especiales a la Asamblea General.

Artículo 9 (Principio de buena fe).- La INDDHH y sus miembros deberán actuar de 
buena fe. La violación del principio de buena fe implicará falta grave a los deberes 
inherentes al cargo.

Los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH -que se crea por el artículo 36 de la 
presente ley- estarán impedidos de emitir, en forma pública y a título personal, opiniones, 
recomendaciones o propuestas sobre temas que sean competencia especifica de la IN-
DDHH sin expresa autorización previa del Consejo Directivo de la INDDHH. La prohibición 
no aplicará respecto de casos en que el Consejo Directivo de la INDDHH hubiere adopta-
do resoluciones que sean públicas, cuando la INDDHH funcione en régimen de Asamblea 
Nacional de Derechos Humanos o en el supuesto previsto en el inciso tercero del artículo 
68 de esta ley.

La violación de la prohibición establecida en el inciso precedente se considerará 
falta grave a los deberes inherentes al cargo.

Artículo 10 (Coordinación).- La INDDHH deberá coordinar sus funciones con el Co-
misionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, los Defensores del Vecino y demás 
instituciones similares que se establezcan en el futuro.
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CAPÍTULO III 

PROCEDIMIENTO DE DENUNCIAS

Artículo 11 (Legitimación activa).- Las denuncias de parte por presuntas violaciones 
a los derechos humanos podrán formularse al Consejo Directivo de la INDDHH por 
cualquier persona física o jurídica sin limitación alguna, incluidos los órganos estatales. 
Especialmente, podrán formular denuncias al Consejo Directivo de la INDDHH, las Co-
misiones Parlamentarias, las respectivas Cámaras legislativas, la Asamblea General y la 
Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Educación y Cultura.

No constituirá impedimento para formular denuncias la minoría de edad, la discapa-
cidad intelectual, la nacionalidad o la vinculación jerárquica o funcional con el Estado en 
cualquiera de sus dependencias.

Artículo 12 (Reserva).- Se le garantizará al denunciante la reserva de su identidad 
excepto cuando exista dispensa expresa del denunciante, requerimiento judicial o co-
rresponda que el Consejo Directivo de la INDDHH ponga en conocimiento de la justicia 
la violación de los derechos humanos involucrados.

Artículo 13 (Forma y requisitos).- La presentación de las denuncias al Consejo Direc-
tivo de la INDDHH se podrá hacer por escrito fundado y firmado sin otras formalidades 
especiales, debiendo contener los datos de nombre y domicilio del denunciante, o bien 
en forma oral en las oficinas de la INDDHH; en este último caso el funcionario que la 
reciba labrará un acta con la constancia de nombre y domicilio, la que será firmada por 
el denunciante y el receptor. Si el denunciante no supiere o no pudiere firmar, se dejará 
constancia de ello en el acta respectiva. En defecto del domicilio del denunciante, se 
consignará el lugar donde pueda ser contactado o ubicado.

Cuando se trate de violaciones graves a los derechos humanos o el denunciante no 
pueda trasladarse por cualquier razón, las denuncias podrán dirigirse a la INDDHH por cual-
quier medio de comunicación, sin perjuicio de ser ratificadas por el denunciante de confor-
midad a lo previsto en el artículo precedente.

No se admitirán denuncias anónimas, sin perjuicio de las facultades del Consejo Di-
rectivo de la INDDHH para proceder de oficio. 

El trámite será gratuito y no requerirá asistencia letrada.
El Consejo Directivo de la INDDHH recibirá las denuncias cualquiera fuera la hora de su 

presentación, aún fuera de horarios de oficinas o en días inhábiles.
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Artículo 14 (Plazo).- El plazo para la presentación de las denuncias o para la actuación 
de oficio, será de seis meses contado a partir de haberse tomado conocimiento de los 
actos o hechos que la motivan.

En casos debidamente fundados y cuando se trate de violaciones graves a los derechos 
humanos, dicho plazo podrá ser ampliado por el Consejo Directivo de la INDDHH.

Cuando se trate de violaciones a los derechos humanos que puedan ser considera-
das genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes de guerra, no existirá limitación 
de plazo para la presentación de las denuncias.

Artículo 15 (Protección de la comunicación).- Queda prohibida la detención, demo-
ra, registro, examen, intercepción, censura, violación, alteración o destrucción de cual-
quier comunicación de o hacia la INDDHH. Tampoco podrán ser objeto de escucha o 
interferencia las conversaciones personales, telefónicas o de cualquier otro tipo, entre la 
INDDHH y las personas.

Su violación será considerada de acuerdo a lo previsto en el artículo 296 del Código 
Penal y demás normas concordantes y complementarias.

Artículo 16 (Efectos de la presentación de denuncias).- La presentación de una de-
nuncia ante la INDDHH no será obstativa para el ejercicio de las demás vías legales que 
el ordenamiento jurídico pone a disposición del denunciante.

La presentación de denuncias ante la INDDHH no suspenderá ni interrumpirá los 
términos de prescripción o caducidad de plazos para el ejercicio de las demás acciones 
legales correspondientes. Tales circunstancias deberán ser puestas en conocimiento del 
denunciante.

Artículo 17 (Rechazo de denuncias).- El Consejo Directivo de la INDDHH rechazará sin 
más trámite la denuncia cuando la misma fuera presentada fuera de los plazos previstos 
en el inciso primero del artículo 14 de esta ley, o sea notoriamente improcedente por 
incompetencia, inadmisibilidad manifiesta, falta de fundamentos o evidente mala fe.

Artículo 18 (Formalidades del rechazo).- El Consejo Directivo de la INDDHH notifica-
rá de inmediato al denunciante la resolución que rechaza la denuncia o las limitaciones 
para su intervención ante el supuesto previsto en el artículo precedente y le brindará 
información para que acuda ante los organismos correspondientes, la cual se consigna-
rá en la resolución.

En el caso que la denuncia sea rechazada por falta de fundamentos, el Consejo Directivo 
de la INDDHH otorgará al denunciante un plazo razonable para su fundamentación.
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Artículo 19 (Casos en trámite).- Cuando la denuncia refiera a hechos que estén en 
trámite de resolución jurisdiccional ante los organismos competentes o ante el Con-
tencioso Administrativo, la INDDHH no intervendrá en el caso concreto, pero ello no 
impedirá la investigación sobre los problemas generales planteados en la denuncia. La 
INDDHH velará por que los órganos con función jurisdiccional, Contencioso Adminis-
trativo o la Administración, en su caso, resuelvan expresamente, en tiempo y forma, las 
demandas, denuncias o recursos que hayan sido formuladas o interpuestas.

Artículo 20 (Sustanciación).- Admitida la denuncia, el Consejo Directivo de la INDD-
HH realizará una investigación inmediata de carácter sumario, informal y reservada, ten-
diente a esclarecer los hechos denunciados. 

Cuando el Consejo Directivo de la INDDHH resuelva actuar de oficio ante presuntas 
violaciones de los derechos humanos, procederá de acuerdo a las normas previstas en 
este capítulo en cuanto sean de aplicación.

El Consejo Directivo de la INDDHH labrará acta de todas sus actuaciones cuando las 
circunstancias así lo requieran.

Artículo 21 (Relacionamiento con el organismo denunciado).- En todos los casos, 
el Consejo Directivo de la INDDHH se pondrá en contacto en un plazo máximo de cinco 
días hábiles con las máximas autoridades del organismo o entidad involucrado en la 
denuncia. El Consejo Directivo de la INDDHH estará facultado además, si lo estima perti-
nente, para comunicarse e informar el motivo de su intervención a las personas denun-
ciadas o involucradas en la denuncia, quienes con asistencia letrada obligatoria, podrán 
efectuar descargos, aportar pruebas y articular defensas. Las autoridades del organismo 
al cual pertenezcan las personas denunciadas o involucradas en la denuncia, no podrán 
prohibir a los funcionarios denunciados o involucrados, responder o entrevistarse con el 
Consejo Directivo de la INDDHH.

Las máximas autoridades del organismo o entidad involucrado en la denuncia de-
berán informar por escrito a la INDDHH sobre la materia objeto de la investigación, pro-
porcionando fundamentos, motivaciones y demás elementos relacionados con el asunto, 
remitiendo, además, copia de todos los antecedentes. Asimismo, podrá informar a la IN-
DDHH sobre las medidas correctivas que se proponga adoptar en relación con la violación 
de los derechos humanos denunciada.

El plazo para informar será determinado por el Consejo Directivo de la INDDHH en 
función de la gravedad de los hechos, pudiendo conceder prórrogas cuando exista fun-
damento razonable para las mismas; dicho plazo, incluidas las prórrogas, nunca excede-
rá de treinta días hábiles.
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Artículo 22 (Respuesta al denunciante).- El Consejo Directivo de la INDDHH comu-
nicará al denunciante las respuestas que diere el organismo o entidad involucrado en la 
denuncia. El denunciante estará facultado a realizar las observaciones que convengan 
a su interés.

Artículo 23 (Negativa de colaboración).- La negativa a presentar el informe o su omi-
sión podrá ser considerada por la INDDHH como una obstrucción en el cumplimiento de 
sus funciones y, sin perjuicio de las responsabilidades legales de la autoridad respectiva y 
de las personas involucradas, el Consejo Directivo de la INDDHH podrá dar la más amplia 
publicidad al hecho con mención expresa de los nombres y cargos de las autoridades y 
otros funcionarios que hayan adoptado tal actitud. El incumplimiento será incluido en el 
Informe Anual o Especial, independientemente de que la INDDHH prosiga investigando la 
denuncia por las vías que considere adecuadas.

Artículo 24 (Medidas provisionales urgentes).- En cualquier instancia del trámite, el 
Consejo Directivo de la INDDHH podrá proponer a los organismos o entidades involucra-
dos en la denuncia, la adopción de medidas provisionales de carácter urgente con el fin 
de que cese la presunta violación a los derechos humanos objeto de la investigación, im-
pedir la consumación de perjuicios o el incremento de los ya generados o el cese de los 
mismos. Si la autoridad respectiva omitiera adoptar las medidas de urgencia recomenda-
das, el Consejo Directivo de la INDDHH podrá proceder de conformidad a lo previsto en 
el artículo anterior. Sin perjuicio, el Consejo Directivo de la INDDHH estará facultado, en 
cualquier momento, para recurrir ante el Poder Judicial a efectos de solicitar las medidas 
cautelares que entienda del caso, interponer recursos de amparo o de hábeas corpus.

Artículo 25 (Medidas definitivas).- Finalizada la investigación, si existiera mérito, el Con-
sejo Directivo de la INDDHH propondrá a las autoridades competentes la adopción de las 
medidas que considere pertinentes para poner fin a la violación de derechos humanos 
que hubiere constatado y establecerá el plazo en el cual deberán ser cumplidas, sugirien-
do las medidas reparatorias que estime adecuadas.

Artículo 26 (Alcance de recomendaciones y propuestas).- Las recomendaciones y 
propuestas del Consejo Directivo de la INDDHH se referirán al objeto concreto de la de-
nuncia, pero, además, podrá realizar recomendaciones generales para eliminar o prevenir 
situaciones iguales o semejantes a las que motivaron la denuncia.
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Artículo 27 (Archivo de las actuaciones).- En caso de no existir mérito para la denuncia, 
se procederá a su archivo, comunicándolo al denunciante, a las autoridades respectivas y 
a los funcionarios denunciados o involucrados en la denuncia si los mismos hubiesen sido 
contactados por el Consejo Directivo de la INDDHH o comparecido en las actuaciones.

Si en el curso de la investigación se lograra una solución satisfactoria por la cual el 
organismo o entidad involucrado se obliga a adoptar medidas que a juicio del Consejo 
Directivo de la INDDHH puedan subsanar la violación de los derechos humanos de-
nunciada, se consignará en acta por escrito y la INDDHH archivará las actuaciones, sin 
perjuicio de controlar el efectivo cumplimiento de las obligaciones asumidas. En ningún 
caso el acuerdo será obstativo para la reapertura de la investigación por incumplimiento 
o por reiteración de los hechos denunciados. El acuerdo se comunicará al denunciante y 
a los funcionarios denunciados o involucrados si los mismos hubiesen sido contactados 
por la INDDHH o comparecido en las actuaciones.

Artículo 28 (Publicidad de los incumplimientos).- Si las autoridades respectivas in-
cumplen las obligaciones que habían asumido, no aceptan las propuestas de la INDDHH 
o incumplen total o parcialmente su implementación en los plazos establecidos, la INDD-
HH dará la más amplia difusión pública al texto de las recomendaciones efectuadas y sus 
antecedentes o, en su caso, a las obligaciones que las autoridades habían asumido, todo 
con mención expresa de los nombres y cargos de las autoridades y otros funcionarios que 
hayan adoptado tal actitud y sin perjuicio de su inclusión en el Informe Anual o, en su caso, 
en el Informe Especial que resuelva presentar.

Artículo 29 (Relación con personas no estatales).- Si las denuncias se relacionaran con 
servicios prestados por personas públicas no estatales o por personas privadas, las actuacio-
nes y las recomendaciones se entenderán con las autoridades competentes para su contra-
lor y supervisión, a quienes el Consejo Directivo de la INDDHH podrá instar al ejercicio de las 
facultades de inspección y sanción que pudieran corresponder.

Artículo 30 (Denuncia penal).- Cuando, por la naturaleza de los hechos denunciados 
o en virtud de sus investigaciones, el Consejo Directivo de la INDDHH considere que se 
verificaría un supuesto presumiblemente delictivo, lo deberá poner en conocimiento de 
la justicia competente.

Artículo 31 (Suspensión de la intervención).- Cuando estando en curso la investiga-
ción de una denuncia, el caso se someta a resolución jurisdiccional ante los organismos 
competentes o ante el Contencioso Administrativo, el Consejo Directivo de la INDDHH 
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suspenderá su intervención en el asunto comunicándoselo al denunciante, al organismo 
o entidad denunciado o involucrado en la denuncia y a los funcionarios denunciados o 
involucrados si los mismos hubiesen sido contactados por la INDDHH o comparecido en 
las actuaciones. Sin perjuicio, el Consejo Directivo de la INDDHH proseguirá la investiga-
ción, siendo de aplicación lo previsto en el artículo 19 de esta ley.

Artículo 32 (Criterio para adoptar resoluciones).- Las resoluciones del Consejo Di-
rectivo de la INDDHH se adoptarán en base a elementos de convicción suficientes con-
siderando la totalidad de los elementos probatorios del caso.

Artículo 33 (Registro estadístico).- El Consejo Directivo de la INDDHH llevará un regis-
tro estadístico de todas las denuncias que reciba, los casos en que intervenga de oficio 
y las resoluciones que adopte.

Artículo 34 (Protección a los denunciantes).- Ninguna autoridad ordenará, aplica-
rá, permitirá o tolerará sanción alguna contra una persona u organización por haber 
comunicado a la INDDHH cualquier información, resulte verdadera o falsa, y ninguna 
de estas personas u organizaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo.

CAPÍTULO IV

FACULTADES

Artículo 35 (Facultades).- En ejercicio de sus funciones, el Consejo Directivo de la INDD-
HH tiene facultades para:

A) Efectuar, con o sin previo aviso, visitas de inspección a cualquier lugar o sector de 
actividad de los organismos y entidades objeto de su competencia, pudiendo con-
currir con peritos, asesores o con quien estime del caso, estando habilitada a regis-
trar la inspección o visita por los medios y con los soportes tecnológicos que estime 
pertinentes.

B) Entrevistarse con cualquier autoridad, pedir informes, examinar expedientes, archi-
vos y todo tipo de documento, realizar interrogatorios o cualquier otro procedimien-
to razonable, todo ello sin sujeción a las normas de procedimiento que rigen la pro-
ducción de la prueba siempre que no afecte los derechos esenciales de las personas.



29Marco Jurídico

C) Entrevistarse con cualquier persona y solicitarle el aporte de informes o documenta-
ción que fuere necesaria para dilucidar el asunto en el cual intervenga y realizar todas 
las demás acciones tendientes al esclarecimiento de los hechos.

D) Solicitar, ante quien corresponda, la adopción de cualquier medida cautelar con el 
fin de impedir la consumación de perjuicios, el incremento de los ya generados o el 
cese de los mismos.

E) Presentar denuncias penales e interponer recursos de hábeas corpus o amparo, sin 
perjuicio de solicitar otras medidas judiciales cautelares que considere pertinentes.

F) Ingresar, con o sin previo aviso a los lugares de detención, hospitales, establecimien-
tos militares y cualquier otro establecimiento en que existan personas privadas de 
libertad o en régimen de internación.

G) Mantener contacto y suscribir acuerdos de cooperación con comités u organismos en-
cargados del contralor internacional de las obligaciones contraídas por el Estado, en vir-
tud de tratados de derechos humanos, organizaciones no gubernamentales de defensa 
y promoción de los derechos humanos, organizaciones académicas, organizaciones so-
ciales y con expertos independientes, todo para el mejor ejercicio de sus funciones.

H) Suscribir convenios, con todas las instituciones públicas (estatales y no estatales) y 
con los organismos internacionales y sus agencias de los que el Estado es parte, toda 
vez que resulte necesario para el mejor cumplimiento de sus funciones. (*1)

I) Adoptar e interpretar las resoluciones y reglamentos que entienda pertinentes para 
el mejor funcionamiento interno de la INDDHH.

J) Designar al personal de su dependencia, previa realización de un concurso abierto 
de oposición o méritos y destituirlo por ineptitud, omisión o delito por cuatro votos 
conformes y con acuerdo de la Cámara de Senadores o en su receso de la Comisión 
Permanente. (*2)

K) Reglamentar el procedimiento de concurso para el ingreso de sus funcionarios men-
cionado en el anterior literal J). (*2)

L) Elaborar la reglamentación necesaria para el funcionamiento de sus servicios y el esta-
tuto de sus funcionarios, reconociendo los derechos, deberes y garantías establecidos 
en la Constitución de la República para los funcionarios públicos, los que serán apro-
bados por la Cámara de Senadores. (*2)

M) Delegar la ejecución de las decisiones del Consejo Directivo en uno o más de sus 
miembros o en uno o más de sus funcionarios, por resolución fundada adoptada 
con el voto conforme de cuatro de sus integrantes, con excepción de lo dispuesto 
en los artículos 4° y 35 literales G) a L) de la presente ley. (*2) 

(*1) Literal H) redacción dada por: Ley Nº 19.763 de 21/06/2019 artículo 2.

(*2) Literales J), K), L), M) agregado/s por: Ley Nº 19.763 de 21/06/2019 artículo 3.
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CAPÍTULO V

ESTRUCTURA DE LA INDDHH

Artículo 36 (Composición).- La INDDHH estará presidida por un órgano colegiado de 
cinco miembros que se denominará Consejo Directivo y que tendrá a su cargo la direc-
ción y representación de la Institución, sin perjuicio de las facultades que se le otorgan 
por la presente ley. En su integración se procurará asegurar la representación pluralista de 
las fuerzas sociales de la sociedad civil interesadas en la promoción y protección de los 
derechos humanos, conforme a los principios de equidad de género y no discriminación.

La remuneración de los miembros del Consejo Directivo será equivalente al 75% (seten-
ta y cinco por ciento) del sueldo nominal de un Senador de la República. (*)

(*): Inciso 2º) agregado/s por: Ley Nº 18.806 de 14/09/2011 artículo 2.

Artículo 37 (Sistema de elección).- Los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH 
serán elegidos por dos tercios de votos del total de componentes de la Asamblea General 
especialmente convocada al efecto. Si no se obtuviera ese número de sufragios en dos vo-
taciones sucesivas, se citará a la Asamblea General a una nueva sesión dentro de los veinte 
días corridos siguientes, en la cual los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH serán 
electos por mayoría absoluta de votos del total de componentes de la Asamblea General, 
pudiendo celebrarse hasta dos votaciones sucesivas. 

A los efectos de la votación:

A) Se marcará claramente, en la nómina de los candidatos habilitados, aquellos por 
quienes se vota, hasta el número de cargos que deban elegirse.

 B) Será obligatorio, al marcar candidatos en la nómina, respetar la representación 
equilibrada de mujeres y hombres.

Serán nulos los votos que se emitan en contravención con lo dispuesto en el inciso 
precedente.

Si realizado el escrutinio aún restan para elegir miembros del Consejo Directivo de la 
INDDHH, se procederá de acuerdo al inciso primero para los pendientes, eliminándose los 
candidatos que no hubieran superado un quinto del total de votos de componentes de 
la Asamblea General. Sin perjuicio, se mantendrán para la votación sucesiva, por lo menos, 
los diez candidatos más votados, no rigiendo a su respecto la eliminación prevista en el 
inciso precedente.

Artículo 38 (Elección de la totalidad de cargos).- No se admitirá la elección parcial. Re-
sultarán electos como miembros del Consejo Directivo de la INDDHH los candidatos que 
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hubieren recibido el número de votos requerido según la votación que se trate, siempre y 
cuando se hubieren obtenido las mayorías para cubrir la totalidad de los cargos elegibles.

Si finalizado el proceso de elección no se hubiesen obtenido las mayorías para cubrir 
la totalidad de los cargos elegibles aunque algún candidato hubiere obtenido el número 
de votos requerido, no resultará electo ningún miembro para el Consejo Directivo de la 
INDDHH, debiendo procederse de conformidad a lo previsto en el artículo 44 de esta ley.

Artículo 39 (Proposición de candidatos).- Podrán proponer candidatos a la Asam-
blea General las organizaciones sociales habilitadas a participar en las sesiones extraor-
dinarias de la INDDHH, y los parlamentarios y las parlamentarias podrán recibir propues-
tas y formular una lista de candidatos.

Los candidatos deberán aceptar por escrito su postulación, declarando si tienen o no 
incompatibilidades para el ejercicio del cargo. Para el caso en que si tuvieran incompati-
bilidades, las detallarán y manifestarán su voluntad de hacerlas cesar si resultan electos.

Los mismos podrán ser propuestos hasta veinte días hábiles antes de la primera 
sesión de la Asamblea General convocada para la elección.

Artículo 40 (Comisión Especial).- Para la elección de los miembros del Consejo Direc-
tivo de la INDDHH, la Asamblea General designará una Comisión Especial con integran-
tes de todos los partidos políticos con representación parlamentaria.

La Comisión Especial recibirá la postulación de candidatos y eliminará los que no 
reúnan los requisitos exigidos por el artículo 45 de esta ley. Las resoluciones en la Co-
misión se adoptarán por mayoría de votos de sus miembros y no serán susceptibles de 
recurso alguno.

Dicha Comisión podrá recibir a los postulantes y oír sus propuestas para el funciona-
miento del Consejo Directivo de la INDDHH.

Asimismo, esta Comisión elaborará la nómina de candidatos habilitados, la que será 
comunicada a la Presidencia de la Asamblea General, hasta cinco días hábiles antes de la 
primera sesión de la Asamblea General convocada para la elección.

Artículo 41 (Duración del mandato).- Los miembros del Consejo Directivo de la IN-
DDHH serán elegidos para un periodo de cinco años y podrán ser reelectos para el 
inmediato sucesivo.

Si hubiesen sido reelectos de conformidad a lo dispuesto en el inciso precedente, 
para volver a ser miembro del Consejo Directivo de la INDDHH se requerirá que hayan 
transcurrido cinco años desde la fecha de su cese.

En ocasión de la renovación de los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH, 
se procurará que algunos sean reelectos a los efectos de garantizar continuidad en la 
experiencia de gestión de la INDDHH.
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Artículo 42 (Oportunidad de la elección).- La elección de los miembros del Consejo 
Directivo de la INDDHH no podrá extenderse más allá de los primeros cinco meses del 
tercer período legislativo de cada Legislatura.

Cuando sea necesario llenar una vacante, la elección se llevará a cabo dentro de los 
cuarenta y cinco días corridos siguientes a la fecha en que se haya producido, salvo que 
la misma se haya verificado en el período de seis meses previo a la fecha de la elección 
ordinaria, en cuyo caso se resolverá en ésta.

El miembro que resulte electo para cubrir una vacante, lo será hasta finalizar el perío-
do quinquenal que estuviese corriendo. Si el lapso fuese menor a la mitad del período 
no será impedimento para la posterior elección y reelección sucesiva, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 41 de esta ley.

Artículo 43 (Posesión de cargos).- Los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH 
asumirán funciones dentro de los cuarenta y cinco días corridos posteriores a su elec-
ción. Los que terminan su mandato, continuarán en el ejercicio de sus funciones hasta 
que asuman los sustitutos.

Artículo 44 (Segunda elección).- Si no hubiesen sido elegidos los nuevos miem-
bros del Consejo Directivo de la INDDHH o cubierto una vacante por no haberse ob-
tenido las mayorías requeridas y sin perjuicio de que los miembros que terminan su 
mandato continúen en el ejercicio de sus funciones hasta que asuman los sustitutos, 
el proceso de elección recomenzará conforme a lo previsto en los artículos 37 a 40 de 
esta ley, transcurridos cuarenta y cinco días corridos desde la finalización del proceso 
de elección que le haya precedido.

Artículo 45 (Requisitos para ser miembro del Consejo Directivo de la INDDHH).- Los 
miembros del Consejo Directivo de la INDDHH deberán reunir los siguientes requisitos:

A) Ser personas de alta autoridad moral.

B) Contar con experiencia y notoria versación en materia de derechos humanos.

C) Ser ciudadanos uruguayos, naturales o legales. En este último caso deberán tener un 
mínimo de diez años de ciudadanía.

D) Estar en el pleno goce de los derechos cívicos.

E) No haber desempeñado cargos públicos electivos o de particular confianza política 
durante los dos años anteriores a su designación. Exceptúanse los cargos electivos 
de la Universidad de la República.
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Artículo 46 (Incompatibilidades).- El cargo de miembro del Consejo Directivo de la 
INDDHH es incompatible con:

A) El ejercicio de actividades que pudieran afectar su independencia, su imparcialidad 
o la dignidad o prestigio de la INDDHH.

B) El ejercicio de otra actividad remunerada, pública o privada, salvo la docencia, la 
investigación académica y actividades de capacitación en materia de la INDDHH.

C) El ejercicio de funciones o cargos directivos o de asesoramiento en partidos políti-
cos, sindicatos, comisiones, asociaciones, sociedades civiles o comerciales, fundacio-
nes o similares.

D) La actividad política partidaria y gremial o sindical, con excepción del voto.

Artículo 47 (Cese de incompatibilidades).- Si la persona designada como miembro 
del Consejo Directivo de la INDDHH estuviera afectada por alguna de las incompatibili-
dades referidas en el artículo precedente, no podrá tomar posesión del cargo hasta tanto 
haga cesar la actividad que determina la incompatibilidad.

Si ocupara algún cargo público, quedará comprendido en lo establecido por el artí-
culo 21 de la Ley Nº 17.930, de 19 de diciembre de 2005.

En caso que durante la vigencia del mandato del miembro del Consejo Directivo 
de la INDDHH surgieren incompatibilidades supervinientes, deberá renunciar al cargo 
o hacer cesar la incompatibilidad en el plazo de diez días hábiles durante el cual se abs-
tendrá de participar en el Consejo Directivo de la INDDHH.

Artículo 48 (Decisión sobre incompatibilidades).- En caso de que no se procediera 
de acuerdo a lo previsto en el inciso final del artículo precedente, el Consejo Directivo 
de la INDDHH con el voto afirmativo de la mayoría absoluta de sus miembros, deter-
minará si existe una situación de incompatibilidad, sin perjuicio de las facultades de 
destitución de la Asamblea General.

El Consejo Directivo de la INDDHH antes de tomar una decisión, oirá al miembro al 
que se le atribuye la incompatibilidad.

La decisión sobre incompatibilidad, con todos sus antecedentes, será remitida al 
Presidente de la Asamblea General a los efectos previstos en el literal F) del artículo 52 
de esta ley.

Artículo 49 (Obligaciones y derechos).- Los miembros del Consejo Directivo debe-
rán presentar declaraciones juradas de bienes en los términos requeridos por la Ley N° 
17.060, de 23 de diciembre de 1998. Los demás funcionarios se regirán por lo dispuesto 
por dichas normas.
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En relación a lo dispuesto por el artículo 47 de la presente ley, conforme lo ordenado 
por el artículo 251 de la Constitución de la República y el artículo 50 de la Ley N° 19.483, de 
5 de enero de 2017, los funcionarios públicos que sean designados para integrar el Consejo 
Directivo de la INDDHH, podrán solicitar la reserva de su cargo, quedando, por tanto, sus-
pendidos en el ejercicio de las funciones citadas mientras dure su mandato de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 41 de esta ley. (*)

(*) Redacción dada por: Ley Nº 19.763 de 21/06/2019 artículo 4.

Artículo 50 (Inhibición posterior al cese).- Los miembros del Consejo Directivo de la 
INDDHH no podrán, hasta transcurridos tres años desde la fecha del cese, ocupar cargos 
públicos de particular confianza política ni ser candidatos a cargos públicos electivos. La 
inhibición incluye el asesoramiento a denunciantes u organismos públicos denuncia-
dos, en gestiones ante la INDDHH. (*) 

(*) Redacción dada por: Ley Nº 19.763 de 21/06/2019 artículo 5.

Artículo 51 (Actuación independiente).- Los miembros del Consejo Directivo de la 
INDDHH no estarán sujetos a mandato imperativo, ni recibirán instrucciones de ninguna 
autoridad, debiendo desempeñar sus funciones con plena autonomía, de acuerdo a su 
criterio y bajo su responsabilidad.

Artículo 52 (Cese del cargo).- El cargo de miembro del Consejo Directivo de la INDDHH 
cesará por:

A) Expiración del plazo de su nombramiento, sin perjuicio de los casos en que se ex-
tienda hasta que asuma un nuevo miembro.

B) Fallecimiento.

C) Incapacidad superviniente.

D) Renuncia aceptada.

E) Por haber sido condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso; durante el 
procesamiento quedará automáticamente suspendido en sus funciones.

F) Destitución por el mismo número de votos por los que fueron electos, en sesión 
especial de la Asamblea General convocada al efecto, procediendo la misma en los 
siguientes casos:

i) Por asumir una conducta que lo hiciere indigno de su investidura.

ii) Por actuar con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y de-
beres del cargo.
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iii) Por haber incurrido en falta grave a los deberes inherentes al cargo.

iv) Por incompatibilidad superviniente en caso de que no hubiera presentado re-
nuncia o dejado sin efecto la misma.

En caso de renuncia la misma deberá presentarse al Consejo Directivo de la INDDHH 
quien, de aceptarla, la comunicará a la Presidencia de la Asamblea General.

En cualquiera de las hipótesis de cese se procederá a designar un sustituto de conformi-
dad al procedimiento previsto para cubrir vacantes y, hasta tanto no se produzca la designa-
ción, el Consejo Directivo de la INDDHH funcionará con el número de miembros restante.

Artículo 53 (Presidencia de la INDDHH).- El Consejo Directivo de la INDDHH designará 
de entre sus miembros, por mayoría absoluta de votos, al Presidente de la INDDHH quien 
tendrá las funciones señaladas en esta ley y en el Reglamento de la INDDHH.

Si para la elección resultare necesario efectuar más de una votación, se eliminarán 
sucesivamente los nombres que reciban menor número de votos.

El Presidente de la INDDHH durará en sus funciones un año y su cargo será de rota-
ción obligatoria entre los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH.

Si el Presidente renunciare al cargo o dejare de ser miembro del Consejo Directivo 
de la INDDHH, ésta elegirá en la primera sesión que celebre con posterioridad a la fecha 
de la renuncia o vacancia, a un sucesor para desempeñar el cargo, por el tiempo que 
reste de mandato. Si dicho periodo fuese inferior a tres meses, podrá ser reelecto para el 
período ordinario sucesivo.

Artículo 54 (Atribuciones del Presidente).- Son atribuciones del Presidente de la 
INDDHH:

A) Representar a la INDDHH.

B) Convocar a las sesiones ordinarias del Consejo Directivo y extraordinarias de la INDD-
HH, de conformidad con la presente ley y el Reglamento de la INDDHH.

C) Dirigir las sesiones de la INDDHH, someter a su consideración las materias que fi-
guren en el orden del día, conceder el uso de la palabra y decidir las cuestiones de 
orden que se susciten durante las sesiones de la INDDHH.

D) Hacer cumplir las decisiones de la INDDHH.

E) Ejercer cualquiera otras funciones que le sean conferidas por esta ley o por el Regla-
mento de la INDDHH.
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CAPÍTULO VI

FUNCIONAMIENTO DE LA INDDHH

Artículo 55 (Sesiones ordinarias).- El Consejo Directivo de la INDDHH se reunirá en 
sesiones ordinarias las veces que sean necesarias para el mejor cumplimiento de sus 
funciones, conforme al Reglamento que el propio Consejo Directivo de la INDDHH 
adopte por mayoría absoluta de votos. Las reuniones serán privadas, a menos que el 
Consejo Directivo de la INDDHH determine lo contrario.

Artículo 56 (Quórum para sesionar).- Para constituir quórum para sesionar será ne-
cesaria la presencia de la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio del Consejo 
Directivo de la INDDHH.

Artículo 57 (Quórum para adoptar resoluciones).- Las resoluciones del Consejo Direc-
tivo de la INDDHH se adoptarán por el voto de la mayoría de los miembros presentes, con 
excepción del supuesto previsto en el inciso tercero del artículo 67 de la presente ley, o de 
los casos en que la presente ley exija mayoría absoluta.

Artículo 58 (Actas).- De toda sesión se levantará un acta resumida en la que constará día 
y hora en que la misma se celebró, los nombres de los miembros presentes, los asuntos 
tratados, los acuerdos adoptados, los nombres de los que votaron a favor y en contra y 
cualquier declaración especialmente hecha para que conste en acta.

Artículo 59 (Voto fundado).- Los miembros, estén o no de acuerdo con las decisiones de 
la mayoría, tendrán derecho a presentar el fundamento de su voto por escrito, el cual deberá 
incluirse a continuación de la resolución. Si la decisión versare sobre un informe, propuesta 
o recomendación, se incluirá a continuación de dicho informe, propuesta o recomendación. 
Cuando la decisión no conste en un documento separado, se transcribirá en el acta de la 
sesión, a continuación de la decisión de que se trate.

Artículo 60 (Excusación).- Los miembros del Consejo Directivo de la INDDHH no po-
drán participar en la discusión, investigación, deliberación o decisión de una denuncia 
sometida a consideración de la INDDHH en el caso en que tuvieran un interés particular 
en el asunto o que previamente hubieran participado o actuado como asesores o re-
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presentantes del denunciante o del organismo o institución involucrada en la denuncia 
o hubieran ocupado un cargo jerárquico en el mismo. Cualquier miembro del Consejo 
Directivo de la INDDHH podrá solicitar la inhibición de otro miembro. El Consejo Direc-
tivo de la INDDHH decidirá si es procedente la inhibición.

Artículo 61 (Sesiones extraordinarias - Asamblea Nacional de Derechos Humanos).- 
El Consejo Directivo de la INDDHH estará facultado, en cualquier momento, para convocar 
periodos de sesiones extraordinarias y públicas de la INDDHH, en las cuales participarán 
con voz pero sin derecho a voto, las organizaciones sociales y organismos gubernamenta-
les, en la forma y condiciones que determina la presente ley y el Reglamento de la INDDHH.

Los períodos de sesiones extraordinarias de la INDDHH se denominarán “Asamblea 
Nacional de Derechos Humanos”.

Artículo 62 (Periodicidad de sesiones extraordinarias).- La INDDHH, celebrará, por 
lo menos, un periodo de sesiones extraordinarias en el año. Sin perjuicio, estará ade-
más obligada a convocar a otro periodo de sesiones extraordinarias en el año, cuando 
así se lo solicite por escrito, con indicación del temario a tratar, una mayoría superior al 
veinte por ciento del total de las organizaciones sociales habilitadas a participar en las 
sesiones extraordinarias de la INDDHH.

El derecho de las organizaciones sociales a solicitar la convocatoria de un período 
de sesiones extraordinarias de la INDDHH sólo podrá ejercerse una vez por año y 
transcurrido el primer año de funcionamiento de la INDDHH.

Artículo 63 (Organizaciones sociales).- Estarán habilitadas a participar en las sesio-
nes extraordinarias de la INDDHH:

A) Las organizaciones sociales nacionales que estén afiliadas a una organización interna-
cional con estatuto consultivo ante organismos internacionales del sistema Naciones 
Unidas, de la Organización de Estados Americanos o del MERCOSUR.

B) Las organizaciones sociales nacionales, excluidas los partidos políticos, que reúnan 
acumulativamente los siguientes requisitos:

i) Reconocida reputación y trayectoria en su esfera particular de competencia, especial-
mente aquellas cuya finalidad sea la defensa y promoción de los derechos humanos.

ii) Sin finalidad de lucro, no siendo indispensable la personería jurídica.

iii) No estén comprendidas en ninguno de los supuestos previstos en el numeral 6º) 
del artículo 80 de la Constitución de la República.

C) Sin perjuicio, podrán igualmente participar aquellas organizaciones sociales que sin 
contar con alguno de los requisitos enunciados en los numerales i) y ii) del literal pre-
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cedente, sean especialmente autorizadas por la INDDHH; su participación se limitará a 
los términos que disponga la INDDHH.

Las organizaciones sociales que deseen participar en las sesiones extraordinarias de 
la INDDHH deberán registrarse ante el Consejo Directivo de la INDDHH de la forma y con 
la antelación que establezca el Reglamento de la INDDHH.

El Consejo Directivo de la INDDHH podrá denegar en forma fundada y por mayoría abso-
luta de votos, la participación de una organización social que hubiere solicitado su registro.

Artículo 64 (Organismos gubernamentales y otras entidades).- Todos los organis-
mos y entidades objeto del contralor de la INDDHH sean o no de carácter estatal, estarán 
habilitados a participar en las sesiones extraordinarias de la INDDHH, si conviniera a su 
interés hacerlo, de conformidad a lo que establezca el Reglamento. No se requerirá auto-
rización del Consejo Directivo de la INDDHH. Estarán facultados para participar, especial-
mente, representantes de las Comisiones parlamentarias, Comisionados parlamentarios y 
Defensores del Vecino.

Artículo 65 (Orden del día de sesiones extraordinarias).- El orden del día y pro-
grama de trabajo de los períodos de sesiones extraordinarias será el establecido por el 
Consejo Directivo de la INDDHH. Para las sesiones extraordinarias convocadas a solicitud 
de las organizaciones sociales, el programa de trabajo deberá comprender el temario 
presentado en la solicitud de convocatoria.

Artículo 66 (Período entre sesiones extraordinarias).- Durante el periodo entre se-
siones extraordinarias, el Consejo Directivo de la INDDHH preparará:

A) El programa de trabajo que será tratado en la próxima sesión extraordinaria, el cual 
difundirá a la ciudadanía con antelación suficiente a la misma.

B) Los proyectos de informes, relatorias, propuestas, recomendaciones, estudios y otros tra-
bajos que estime pertinentes, pudiendo designar al efecto expertos independientes o 
Grupos de Trabajo integrados por miembros de la INDDHH que los presidirán, represen-
tantes de organizaciones sociales, de organismos o instituciones estatales o de objeto 
del contralor de la INDDHH, en cuanto correspondan por la temática a la que se refieran.

Artículo 67 (Funcionamiento especial del Consejo Directivo de la INDDHH en 
recepción e instrucción de denuncias).- El Consejo Directivo de la INDDHH desig-
nará dos de los miembros titulares excluido el Presidente, quienes, alternadamente, en 
régimen de turnos mensuales y de acuerdo con lo que determine el Reglamento de la 
INDDHH, tendrán a su cargo la dirección y supervisión de la recepción y la instrucción 
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de las denuncias por parte de los equipos técnicos, conforme con el procedimiento 
dispuesto por la ley.

Sin perjuicio del régimen de turnos que se establece, los miembros del Consejo 
Directivo de la INDDHH que tendrán a su cargo la dirección y la supervisión de la re-
cepción y la instrucción de las denuncias por parte de los equipos técnicos, actuarán 
en forma coordinada o conjunta cuando las circunstancias lo requieran o lo establezca 
expresamente el Reglamento.

Cuando, de acuerdo con lo previsto en la presente ley, se deban recomendar medidas 
provisionales de carácter urgente o comparecer ante el Poder Judicial para solicitar medi-
das cautelares, deducir recursos de amparo o de hábeas corpus, y no fuere posible tomar 
resolución en sesión del Consejo Directivo de la INDDHH, cualquier miembro del mismo 
que haya participado en la recepción o instrucción de la denuncia estará facultado para 
resolver y actuar en nombre de la INDDHH.

Cuando proceda de acuerdo con el inciso precedente, el miembro del Consejo Direc-
tivo de la INDDHH dará noticia inmediata al Presidente de la INDDHH. (*) 

(*) Redacción dada por Ley Nº 19.763 de 21/06/2019 artículo 6.

Artículo 68 (Informe anual).- El Consejo Directivo de la INDDHH presentará un infor-
me anual a la Asamblea General dentro de los primeros ciento veinte días de cada año. 
A tales efectos, el Consejo Directivo de la INDDHH será recibido y escuchado en sesión 
especial de la Asamblea General.

Artículo 69 (Contenido del informe anual).- El informe anual contendrá:

A) Recomendaciones, propuestas, opiniones, estudios, relatorias e informes que el 
Consejo Directivo de la INDDHH entienda pertinente en relación con cualquiera de 
los temas de su competencia.

B) Memoria de las Asambleas Nacionales de Derechos Humanos celebradas en el año, 
sus resoluciones, recomendaciones, propuestas y conclusiones en relación con es-
tudios, informe y relatorias.

C) Detalle circunstanciado de las resoluciones adoptadas por el Consejo Directivo de 
la INDDHH en todos los ámbitos de su competencia durante el año al que refiera el 
informe, de las actividades realizadas durante el periodo y las planificadas para el 
año siguiente.

D) Detalle y análisis estadístico de las denuncias recibidas durante el año al que refiera 
el informe y sus características, incluyendo las denuncias que fueron rechazadas y sus 
causas, las que fueron objeto de investigación y su resultado, y las que se encuentren 
en trámite y su estado. No se incluirán datos personales de los denunciantes.
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E) Detalle circunstanciado de los casos en que existió negativa a presentar informes a la 
INDDHH (artículo 23 de esta ley); omisión en adoptar medidas de urgencia solicitadas 
por la INDDHH (artículo 24 de esta ley); no se hayan aceptado propuestas de la INDD-
HH o se constate incumplimiento, total o parcial, de obligaciones asumidas por las 
autoridades (artículo 28 de esta ley); o se hubiese negado acceso a documentación 
invocando el carácter secreto o reservado (inciso tercero del artículo 72 de esta ley).

F) Detalle circunstanciado de las recomendaciones y propuestas de la INDDHH que 
hayan sido cumplidas.

G) Cualquier otro tema relacionado con aspectos de funcionamiento interno de la 
INDDHH, de relacionamiento institucional o de modificaciones legales a su régi-
men vigente.

Artículo 70 (Informes especiales).- Sin perjuicio del Informe Anual, el Consejo Direc-
tivo de la INDDHH podrá presentar a la Asamblea General, en cualquier momento, los 
informes especiales que entienda pertinente.

Artículo 71 (Publicidad).- El informe anual será publicado de forma tal que se asegure 
su más amplia difusión nacional. Sin perjuicio, el Consejo Directivo de la INDDHH podrá 
ordenar, además, la publicación y amplia difusión de informes especiales, comunicados, 
propuestas, recomendaciones, opiniones, relatorias o cualquier otro tema relativo a su 
actividad o competencia, salvo en los casos en que la presente ley disponga lo contrario. 

Artículo 72 (Obligación de colaborar con la INDDHH).- Todos los funcionarios y de-
pendientes de los organismos y entidades objeto de la competencia de la INDDHH, 
tienen la obligación de colaborar con esta.

A los efectos previstos en el inciso anterior, todos los organismos e instituciones pú-
blicas harán conocer entre sus funcionarios la presente obligación y harán efectiva la res-
ponsabilidad disciplinaria para el caso de incumplimiento. Asimismo deberá comunicarse 
idéntica obligación a las empresas de servicios públicos tercerizados o concesionarios en 
el acto mismo del contrato a celebrarse, debiendo constar a texto expreso en los docu-
mentos que se suscriban.

Los organismos públicos, así como las entidades paraestatales, sociedades de eco-
nomía mixta, personas públicas no estatales y entidades privadas que presten servicios 
públicos o sociales, no podrán invocar razones de secreto, reserva o confidencialidad, 
siempre que la INDDHH solicite información referente a violaciones de derechos huma-
nos o sea relevante para investigar, prevenir o evitar violaciones de los mismos. (*)

(*) Redacción dada por: Ley Nº 19.763 de 21/06/2019 artículo 7.
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Artículo 73 (Funcionamiento permanente).- La actividad de la INDDHH no se verá 
interrumpida por el receso de las Cámaras, ni por su disolución de acuerdo al mecanismo 
previsto en la Sección VIII de la Constitución de la República. En tales casos la relación de la 
INDDHH con el Poder Legislativo se realizará a través de la Comisión Permanente. Tampo-
co interrumpirá su actividad en los casos de suspensión de la seguridad individual (artícu-
lo 31 de la Constitución de la República) o de adopción de medidas prontas de seguridad 
(numeral 17) del artículo 168 de la Constitución de la República).

CAPÍTULO VII 

PRESUPUESTO

Artículo 74 (Principio general).- El presupuesto de la INDDHH deberá ser el adecuado 
para garantizar su funcionamiento autónomo y deberá asegurar la infraestructura y dota-
ción de personal necesaria para el buen desempeño de la INDDHH en todos los ámbitos 
de su competencia.

Artículo 75 (Presupuesto - Procedimiento).- El Consejo Directivo elaborará el pro-
yecto de presupuesto de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo y lo elevará al Presidente de la Asamblea General a efectos de incluirlo en el 
Presupuesto de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo, para su consideración 
por la Cámara de Senadores, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 108 de la Cons-
titución de la República. (*)

(*) Redacción dada por: Ley Nº 18.806 de 14/09/2011 artículo 3.

Artículo 76 (Rendición de Cuentas).- La Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo rendirá cuentas anualmente a la Asamblea General y, asimismo, po-
drá proponer las modificaciones presupuestales que estime indispensables, dentro de los 
plazos previstos en el inciso segundo del artículo 108 de la Constitución de la República. (*)

(*) Redacción dada por: Ley Nº 18.806 de 14/09/2011 artículo 4.

Artículo 77 (Otros recursos).- La INDDHH podrá obtener recursos provenientes de con-
venios de asistencia y cooperación de organizaciones internacionales o extranjeras en tan-
to correspondan al ámbito de sus competencias, dando cuenta inmediata a la Asamblea 
General, al Ministerio de Relaciones Exteriores y a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto.
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La INDDHH podrá recibir donaciones, herencias o legados, dando cuenta inmediata 
a la Asamblea General, quien dispondrá lo pertinente para que el producido de dichos 
bienes sea en beneficio de la INDDHH.

CAPÍTULO VIII

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES

Artículo 78. Para la primera elección de miembros del Consejo Directivo de la INDD-
HH, las organizaciones sociales que podrán proponer candidatos serán las que, a juicio 
de la Comisión Especial prevista en el artículo 40, reúnan los requisitos establecidos en 
los literales A) y B) del artículo 63 de esta ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES

Artículo 79. Los miembros del primer Consejo Directivo de la INDDHH deberán ser 
electos en la Legislatura siguiente a la promulgación de esta ley. El mandato de los 
miembros del primer Consejo Directivo de la INDDHH será hasta el Tercer Período Legis-
lativo de la XLVIII Legislatura.

Artículo 80. Serán de cargo de Rentas Generales los recursos necesarios para la insta-
lación de la INDDHH hasta tanto resulte aprobado y disponible su presupuesto. El Poder 
Ejecutivo afectará, como sede de la INDDHH, un inmueble emblemático y simbólico 
para la naturaleza de la función que desarrollará.

Artículo 81. El Consejo Directivo de la INDDHH dispondrá de la facultad de solicitar 
en comisión hasta quince funcionarios públicos de cualquier dependencia o Poder del 
Estado, todo de acuerdo con lo que establece el artículo 32 de la Ley N° 15.851, de 24 de 
diciembre de 1986, en la redacción dada por el artículo 67 de la Ley N° 17.556, de 18 de 
setiembre de 2002 y normas modificativas. (*)

(*) Redacción dada por: Ley Nº 19.763 de 21/06/2019 artículo 8.

Artículo 82. La INDDHH celebrará, durante su primer año de funcionamiento, por lo 
menos dos períodos de sesiones extraordinarias.
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Artículo 83. La INDDHH llevará a cabo, en coordinación con el Ministerio de Relacio-
nes Exteriores, las funciones del mecanismo nacional de prevención al que se refiere el 
Protocolo Facultativo de la Convención Contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, Tratado Internacional del que la República es parte.

A tal efecto, la INDDHH deberá cumplir con las exigencias que, para el mecanismo 
nacional, prevé el mencionado Protocolo dentro de sus competencias y atribuciones.



}
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Ley n° 19.307
Ley de Medios. Regulación de la prestación  

de servicios de radio, televisión y otros servicios  
de comunicación audiovisual (fragmento)

Promulgación: 29/12/2014
Publicación: 14/01/2015

Reglamentada por: Decreto Nº 160/019 de 05/06/2019.

CAPÍTULO IV

DEFENSORÍA DEL PÚBLICO

Artículo 84 (Atribución).- Atribúyese a la Institución Nacional de Derechos Huma-
nos y Defensoría del Pueblo, creada por la Ley N° 18.446, de 24 de diciembre de 2008, 
el cometido de defender y promover los derechos de las personas reconocidos en la 
presente ley.

Artículo 85 (Cometidos).- Además de los establecidos por la Ley N° 18.446, de 24 de 
diciembre del 2008, la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pue-
blo tendrá los siguientes cometidos:

A) Defender y promover los derechos de las personas hacía y ante los servicios de co-
municación audiovisual, en particular su derecho a difundir, buscar y recibir ideas e 
informaciones.

B) Promover la extensión y universalización del acceso de los ciudadanos a los servicios 
de comunicación audiovisual.

C) Velar por la prestación con regularidad, continuidad y calidad de los servicios.

D) Velar por las condiciones que aseguren la libre elección por los usuarios entre los diver-
sos prestadores, en base a información clara, veraz y suficiente.

E) Recibir y tramitar denuncias sobre el eventual apartamiento de los servicios de co-
municación audiovisual regulados por la presente ley, respecto de las disposiciones 
que reconocen y garantizan el derecho de las personas.

F) Promover la educación de la ciudadanía para el ejercicio de la comunicación, la liber-
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tad de expresión y el derecho a la información, favoreciendo la recepción crítica y el 
uso inteligente y creativo de los servicios de comunicación audiovisual.

Artículo 86 (Facultades).- Además de las dispuestas por la Ley N° 18.446, de 24 de di-
ciembre de 2008, el Consejo Directivo de la Institución Nacional de Derechos Humanos 
y Defensoría del Pueblo tendrá las siguientes facultades:

A) Designar un Relator Especial de los Servicios de Comunicación Audiovisual.

B) Solicitar a los titulares o administradores de los servicios de comunicación audiovi-
sual y los organismos estatales competentes la información necesaria para cumplir 
con sus cometidos.

C) Comunicarse directamente con los titulares o administradores de los servicios de 
comunicación audiovisual para tratar de solucionar los eventuales apartamientos de 
la normativa.

D) Ejercer la representación de intereses colectivos e intereses difusos ante cualquier 
órgano jurisdiccional o administrativo, así como frente a cualquier organismo pú-
blico o entidad privada y cualquier órgano competente en la materia, sea este de 
carácter nacional o internacional.

 En los procedimientos en los que la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo ejercite una acción en defensa de los intereses colectivos y de 
los intereses difusos de los consumidores y usuarios en los órganos jurisdiccionales, 
no se requerirá caución, atendidas las circunstancias del caso, así como la entidad 
económica y la repercusión social de los distintos intereses afectados.

E) Realizar audiencias públicas con la citación a los directamente afectados en los te-
mas de su competencia.

F) Elaborar un registro de las denuncias recibidas, presentar informes periódicos y pú-
blicos y confeccionar un informe anual de actuación que deberá ser presentado a la 
Asamblea General, de conformidad con los artículos 68 y 69 de la Ley N° 18.446, de 
24 de diciembre de 2008.

G) Coordinar, con los organismos competentes, la formulación, implementación y eva-
luación de un Plan Nacional de Educación para la Comunicación que comprenda la 
alfabetización mediática y el desarrollo de las competencias comunicacionales de 
todos los ciudadanos, el estímulo al papel educativo de los medios, la formación 
profesional de calidad y la investigación sobre estas áreas.

H) Toda otra acción dirigida a promover y defender los legítimos intereses de las personas 
y los usuarios de acuerdo a los términos establecidos en la presente ley.
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Ley Nº 19.529
Ley de Salud Mental

Promulgación: 24/08/2017
Publicación: 19/09/2017

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1 (Objeto).- La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho a la pro-
tección de la salud mental de los habitantes residentes en el país, con una perspectiva 
de respeto a los derechos humanos de todas las personas y particularmente de aquellas 
personas usuarias de los servicios de salud mental en el marco del Sistema Nacional 
Integrado de Salud. Sus disposiciones son de orden público e interés social.

Artículo 2 (Definición).- A los efectos de la presente ley, se entiende por salud men-
tal un estado de bienestar en el cual la persona es consciente de sus propias capaci-
dades, puede afrontar las tensiones normales de la vida, trabajar de forma productiva 
y fructífera y es capaz de hacer una contribución a su comunidad.

Dicho estado es el resultado de un proceso dinámico, determinado por componentes 
históricos, socioeconómicos, culturales, biológicos y psicológicos.

La protección de la salud mental abarca acciones de promoción, prevención, trata-
miento y rehabilitación, encaminadas a crear las condiciones para el ejercicio del derecho 
a una vida digna de todas las personas y particularmente de aquellas con trastorno mental.

Se define el trastorno mental como la existencia de un conjunto de síntomas y con-
ductas clínicamente reconocibles, asociado en la mayoría de los casos con el malestar y 
con la interferencia con el funcionamiento personal. La desviación social o el conflicto, 
tomados aisladamente y sin estar ligados a disfunciones personales, no deberán incluir-
se en la noción de trastorno.

Artículo 3 (Principios rectores).- Son principios rectores de la protección de la salud 
mental, concebida como inseparable de la protección integral de la salud:

A) Reconocer a la persona de manera integral, considerando sus aspectos biológicos, psico-
lógicos, sociales y culturales como constituyentes y determinantes de su unidad singular.
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B) La dignidad humana y los principios de derechos humanos constituyen el marco de 
referencia primordial de todas las medidas de carácter legislativo, judicial, administra-
tivo, educativo y de cualquier otra índole y en todos los ámbitos de aplicación que 
guarden relación con la salud mental.

C) La promoción, con énfasis en los factores determinantes del entorno y los estilos de 
vida de la población.

D) La cobertura universal, la accesibilidad y la sustentabilidad de los servicios.

E) La equidad, continuidad y oportunidad de las prestaciones.

F) La calidad integral del proceso asistencial con enfoque interdisciplinario, que de 
acuerdo a normas técnicas y protocolos de atención, respete los principios de la 
bioética y los derechos humanos de las personas usuarias de los servicios de salud.

G) El logro de las mejores condiciones posibles para la preservación, mejoramiento e 
inserción social de la persona.

H) Debe considerarse que el estado de la persona con trastorno mental es modificable.

I) La posibilidad de autodeterminarse y la ausencia de riesgo para la persona y para 
terceros.

J) La vinculación de la salud mental al efectivo ejercicio de los derechos al trabajo, a la vi-
vienda, a la educación, a la cultura y a un medio ambiente saludable.

K) Los demás principios rectores y objetivos del Sistema Nacional Integrado de Salud, 
determinados en los artículos 3° y 4° de la Ley N° 18.211, de 5 de diciembre de 2007, 
que sean aplicables.

Artículo 4 (Principio de no discriminación).- En ningún caso podrá establecerse un 
diagnóstico en el campo de la salud mental sobre la base exclusiva de:

A) Estatus político, económico, social o pertenencia a un grupo cultural, racial o religioso.

B) Solicitudes familiares o laborales.

C) Falta de conformidad o adecuación con los valores prevalecientes en la comunidad 
donde vive la persona.

D) Orientación sexual e identidad de género.

E) Mera existencia de una historia de tratamiento u hospitalización.

Artículo 5 (Consumo problemático de sustancias psicoactivas).- El consumo pro-
blemático de sustancias psicoactivas, en tanto su naturaleza es multidimensional, será 
abordado en el marco de las políticas de salud mental desde una perspectiva integral 
que incluya la reducción de riesgos y daños, la atención psicosocial, la integración edu-
cativa y laboral, la gestión del tiempo libre y el placer y la atención de los vínculos con 
referentes socio afectivos en los ámbitos familiar y comunitario.
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CAPÍTULO II

DERECHOS

Artículo 6 (Derechos).- La persona usuaria de los servicios de salud mental tiene 
derecho a:

A) Ser tratada con el respeto debido a la dignidad de todo ser humano.

B) Ser percibida y atendida desde su singularidad, con respeto a su diversidad de valo-
res, orientación sexual, cultura, ideología y religión.

C) Ser reconocida siempre como sujeto de derecho, con pleno respeto a su vida priva-
da y libertad de decisión sobre la misma y su salud.

D) Recibir atención sanitaria y social integral y humanizada, basada en fundamentos 
científicos ajustados a principios éticos.

E) Ser tratada con la alternativa terapéutica indicada para su situación, que menos restrin-
ja sus derechos y libertades, promoviendo la integración familiar, laboral y comunitaria.

F) Recibir información completa y comprensible inherente a su situación, a los dere-
chos que la asisten y a los procedimientos terapéuticos incluyendo, en su caso, alter-
nativas para su atención.

G) Tomar, por sí o con la participación de familiares, allegados o representantes legales, 
decisiones relacionadas con su atención y tratamiento.

H) Solicitar cambio de profesionales o de equipo tratante.

I) Estar acompañada, durante y después del tratamiento, por sus familiares, otros afectos o 
quien la persona designe, de acuerdo al procedimiento indicado por el equipo tratante.

J) Acceder a medidas que le permitan lograr la mayor autonomía, así como a las que 
promuevan su reinserción familiar, laboral y comunitaria. La promoción del trabajo 
constituye un derecho y un recurso terapéutico.

K) Acceder por sí o a través de sus representantes legales, a su historia clínica.

L) En caso de requerir permanencia en régimen de hospitalización, a ejercer sus dere-
chos y obligaciones como cualquier otra persona usuaria de los servicios de salud 
del prestador correspondiente.

M) Que las condiciones de su hospitalización sean supervisadas periódicamente por la 
Comisión Nacional de Contralor de la Atención en Salud Mental, que se crea en la 
presente ley.

N) Ser protegida de todo tipo de explotación, estigmatización, trato discriminatorio, 
abusivo o degradante.

O) Ejercer su derecho a la comunicación y acceder a actividades culturales y recreativas.
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P) Ser atendida en un ambiente apto, con resguardo de su intimidad y privacidad.

Q) Que se preserve su identidad y a no ser identificada o discriminada por un diagnós-
tico actual o pasado.

R) No ser objeto de investigaciones clínicas ni de tratamientos experimentales sin el 
consentimiento informado.

S) No ser sometida a trabajos forzados y recibir una justa compensación por su tarea 
en caso de participar de actividades como laborterapia o trabajos comunitarios, 
que impliquen producción de objetos, obras o servicios, que luego sean comer-
cializados.

T) Contar con asistencia letrada cuando se compruebe que la misma es necesaria para 
la protección de su persona y bienes. Si fuera objeto de una acción judicial, deberá ser 
sometida a un procedimiento adecuado a sus condiciones físicas y mentales.

CAPÍTULO III

AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 7 (Rectoría).- Compete al Ministerio de Salud Pública la aplicación de la pre-
sente ley, a cuyas prescripciones deberán adaptar su actividad los prestadores de servi-
cios de salud públicos y privados.

Artículo 8 (Plan Nacional de Salud Mental).- El Ministerio de Salud Pública elaborará 
y aprobará un Plan Nacional de Salud Mental de acuerdo a lo establecido en la presente 
ley y en la reglamentación respectiva.

Artículo 9 (Formación profesional).- El Ministerio de Salud Pública desarrollará reco-
mendaciones dirigidas al conjunto de instituciones públicas y privadas vinculadas a la 
formación de profesionales de las disciplinas que participan en la atención de la salud, 
para que sus actividades educativas se adecuen a los principios, políticas y dispositivos 
que se establezcan en cumplimiento de la presente ley, con especial énfasis en la pers-
pectiva de derechos humanos y en la calidad de la atención.

Asimismo, promoverá instancias de capacitación y actualización permanente para los 
profesionales de los equipos interdisciplinarios de salud mental, así como para los equipos 
básicos de salud, en base a los mismos criterios.
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Artículo 10 (Investigación).- Se promoverá la investigación en salud mental.

Toda investigación que se desarrolle en el campo de la salud mental que involucre a 
seres humanos, deberá ajustarse estrictamente a la normativa vigente nacional e inter-
nacional a la que adhiere el país.

CAPÍTULO IV

INTERINSTITUCIONALIDAD

Artículo 11 (Coordinación).- El Ministerio de Salud Pública, en coordinación con los Mi-
nisterios de Economía y Finanzas, Trabajo y Seguridad Social, Vivienda, Ordenamiento Terri-
torial y Medio Ambiente, Desarrollo Social, Educación y Cultura, los organismos a cargo de 
las personas privadas de libertad y otros competentes, promoverá planes y programas que 
favorezcan la inclusión social de las personas con trastorno mental, revisando y ajustando 
los ya existentes y creando nuevos dispositivos de integración, inserción laboral, acceso a 
la vivienda, a la educación, a la cultura, al arte y el uso del tiempo libre, entre otros aspectos 
que concurran al mismo objetivo. Los mismos deberán impulsar la mayor autonomía de 
las personas con trastorno mental y cambios culturales para evitar su estigmatización.

Las acciones que se implementen contemplarán mecanismos de participación so-
cial, en particular de las organizaciones de personas con trastorno mental y de las de 
sus familiares.

(*): Reglamentado por: Decreto Nº 331/019 de 04/11/2019.

Artículo 12 (Capacitación e inserción laboral).- Las políticas de trabajo de las perso-
nas con trastorno mental, promoverán:

A) La inserción laboral de calidad y ajustada al perfil y posibilidades de sostenibilidad 
de la persona.

B) Facilidades para el ejercicio de una actividad remunerada.

C) Fomento de emprendimientos autónomos, cooperativas de trabajo y similares.

D) Cursos específicos de formación laboral y profesional con certificaciones válidas en 
el mercado de trabajo abierto; talleres de sensibilización para los trabajadores en 
general y especiales para los de empleos con apoyo y trabajo protegido, entre otras.

Se estimulará el reintegro al lugar de trabajo de las personas que hayan tenido tras-
torno mental, promoviendo el ajuste razonable de las actividades para favorecer la re-
incorporación.
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Artículo 13 (Acceso a vivienda).- Se fomentará un mayor desarrollo del Plan Nacional 
de Vivienda en apoyo a la integración a la comunidad y promoción de la autonomía de 
las personas con trastorno mental severo, que incluya:

A) Programas que contemplen una gama de modalidades residenciales, con disposi-
tivos que contengan diferentes propuestas entre máxima protección o autonomía 
como son entre otras las cooperativas de viviendas y de la Comisión Honoraria pro 
Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre (MEVIR Doctor Alberto Gallinal Heber).

B) Fortalecimiento de las estrategias del sistema a través de equipos interdisciplinarios 
de apoyo y referencia.

C) La inclusión de aquellas familias con niñas, niños o adolescentes con trastornos men-
tales. Se implementarán medidas para prevenir la segregación geográfica en la asigna-
ción de viviendas y la discriminación en la renta.

Artículo 14 (Inclusión educativa y cultural).- El Ministerio de Educación y Cultura, 
en coordinación con el Ministerio de Salud Pública, el Ministerio de Desarrollo Social y 
otros organismos competentes, velará porque se favorezca la integración educativa de 
las personas con trastorno mental y promoverá y facilitará el acceso de ellas a todas las 
actividades y expresiones culturales.

En particular en el caso de niñas, niños y adolescentes, deberá protegerse el dere-
cho a la educación a lo largo de todo el ciclo educativo, contemplando las necesidades 
específicas de acuerdo a la severidad de su trastorno y las condiciones sociofamiliares 
y culturales.

CAPÍTULO V

ABORDAJE

Artículo 15 (Integralidad de las prestaciones).- Las prestaciones de salud mental 
que apruebe el Ministerio de Salud Pública formarán parte de los programas integrales 
de salud para su aplicación en el Sistema Nacional Integrado de Salud.

Artículo 16 (Niveles de atención).- La atención en salud mental se organizará por ni-
veles de complejidad, tendrá como estrategia la atención primaria en salud y priorizará 
el primer nivel de atención.
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El Ministerio de Salud Pública definirá los tipos de dispositivos que deben conformar la 
red de servicios, establecerá las competencias de cada uno de ellos y asegurará los mecanis-
mos de referencia y contrarreferencia entre los distintos niveles de atención, garantizando 
la integralidad y continuidad del proceso asistencial a lo largo del ciclo vital de la persona.

En el proceso asistencial se integrarán los recursos comunitarios y se procurará la 
participación de familiares de las personas con trastorno mental.

Artículo 17 (Ámbito de atención).- El proceso de atención debe realizarse preferen-
temente en el ámbito comunitario, en coordinación desde ese ámbito hacia los niveles 
de mayor complejidad cuando sea necesario. Esta atención se realizará en el marco de 
un abordaje interdisciplinario e intersectorial y estará orientado a la promoción, reforza-
miento y restitución de los lazos sociales.

Artículo 18 (Redes territoriales).- Se fomentará el establecimiento de redes territoriales 
de atención, las que a su vez podrán articular su labor en cada zona con otros recursos 
existentes que puedan aportar a la promoción y prevención en salud mental.

Artículo 19 (Equipos interdisciplinarios).- La atención en salud mental estará a cargo 
de equipos interdisciplinarios, en todos los niveles de atención, integrados por profesiona-
les, técnicos y otros trabajadores de la salud con competencia en la materia. Cuando ello 
no sea posible porque no se cuente con los recursos humanos suficientes para dar cumpli-
miento a esta disposición, aplicará lo establecido en la reglamentación de la presente ley.

Los equipos básicos del primer nivel de atención constituirán el primer contacto y 
serán referentes del proceso asistencial.

Artículo 20 (Salud y capacitación de recursos humanos).- Se garantizará que los 
trabajadores que integren los equipos asistenciales de salud mental tengan la protec-
ción específica de su propia salud. Se promoverá su capacitación permanente, integran-
do los distintos saberes que componen el campo de la salud mental, para lo cual se 
desarrollarán políticas específicas.

Artículo 21 (Rehabilitación).- Las estrategias y programas de rehabilitación estarán 
orientadas al logro de una mejor calidad de vida. Deberán ser accesibles, estar adaptadas 
a las diferentes etapas y necesidades de la persona con trastorno mental y tenderán a 
mejorar su autonomía y favorecer su inclusión educativa, social, laboral y cultural a lo largo 
del ciclo vital.
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Artículo 22 (Dispositivos residenciales con apoyo).- Se establecerán programas de 
dispositivos residenciales con apoyo para personas con trastornos mentales severos y 
persistentes, que tiendan al mejoramiento de su calidad de vida e integración social, ade-
cuando el tipo de dispositivo a la adquisición progresiva de niveles de autonomía de la 
persona, asegurando el tránsito de lo sanitario a lo social.

Artículo 23 (Consentimiento informado).- Se requerirá el consentimiento informado 
de la persona para la realización de las intervenciones biológicas y psicosociales, pro-
puestas en la estrategia terapéutica, el que deberá ser obtenido de conformidad y con 
las garantías y excepciones dispuestas por el artículo 11 de la Ley N° 18.335, de 15 de 
agosto de 2008, la presente ley y demás normativa aplicable. En el caso de niñas, niños 
y adolescentes con trastornos mentales se requerirá el consentimiento informado del 
padre, madre o tutor y de acuerdo a la edad y condición mental del sujeto, se solicitará 
su consentimiento.

Es obligación de los profesionales intervinientes brindar información sobre la naturale-
za del trastorno mental, diagnóstico y tratamiento propuesto, beneficios esperados y posi-
bles riesgos de éste, eventualidad de hospitalización, condiciones y finalidad de la misma.

La información deberá ser suficiente, continua y en lenguaje comprensible para la 
persona, teniendo en cuenta su singularidad biopsicosocial y cultural. Las personas con 
discapacidad tienen derecho a recibir la información a través de los medios y tecnolo-
gías adecuadas para su comprensión.

El consentimiento informado se hará constar en la historia clínica, al igual que la 

ausencia de él en los casos en que lo autorice la normativa aplicable.

Artículo 24 (Hospitalización).- La hospitalización es considerada un recurso terapéu-
tico de carácter restringido, deberá llevarse a cabo sólo cuando aporte mayores bene-
ficios que el resto de las intervenciones realizables en el entorno familiar, comunitario y 
social de la persona y será lo más breve posible.

Se fundará exclusivamente en criterios terapéuticos con fundamentos técnicos reser-
vándose especialmente para situaciones agudas y procurando que se realice en hospital 
o sanatorio general y en el caso de niñas, niños y adolescentes en hospital pediátrico o en 
áreas de internación pediátrica en hospitales generales.

En ningún caso la hospitalización será indicada o prolongada para resolver proble-
mas sociales o de vivienda.

Durante la hospitalización, se promoverá el mantenimiento de vínculos, contactos y 
comunicación de las personas hospitalizadas con sus familiares, allegados y con el en-
torno laboral y social, salvo en aquellos casos en que el equipo de salud interviniente lo 
deniegue por razones terapéuticas debidamente fundadas.
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Artículo 25 (Extensión de la cobertura).- La hospitalización no estará sujeta a límites 
temporales de cobertura, cualquiera que sea la edad de la persona usuaria.

Artículo 26 (Modalidades de hospitalización).- Se implementarán diversas modali-
dades de hospitalización, según las necesidades de la persona con trastorno mental y las 
posibilidades de la familia y allegados, tales como: hospitalización a tiempo completo, hos-
pitalización parcial diurna o nocturna, hospitalización domiciliaria.

Artículo 27 (Requisitos previos).- Toda indicación de hospitalización deberá cumplir 
con los siguientes requisitos:

A) Evaluación, diagnóstico y motivos que la justifican, con la firma de un profesional médico.

B) Obtención del consentimiento informado de la persona o del representante legal 
cuando corresponda, tramitado según lo dispuesto en el artículo 23 de la presente ley.

Artículo 28 (Hospitalización voluntaria).- Cuando profesionalmente se determine 
la conveniencia de tratar a la persona con trastorno mental a través de hospitalización, 
se alentará su ingreso voluntario, brindándole oportunidad de elección entre posibles 
alternativas.

La persona hospitalizada voluntariamente podrá, en cualquier momento, decidir por 
sí misma el abandono de la hospitalización.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, al momento de gestionar el consen-
timiento informado para la hospitalización, se le debe hacer saber a la persona que los 
profesionales intervinientes podrán impedir su externación si se dieran las condiciones 
para una hospitalización involuntaria que se establecen en el artículo 30 de la presente ley.

Artículo 29 (Deber de notificación).- El Director Técnico del prestador de salud a 
cargo deberá comunicar a la Comisión Nacional de Contralor de la Atención en Salud 
Mental y a la Institución Nacional de Derechos Humanos, las hospitalizaciones volunta-
rias e involuntarias que se prolonguen por más de cuarenta y cinco días corridos, dentro 
de las setenta y dos horas de vencido dicho plazo.

Artículo 30 (Hospitalización involuntaria).- La persona sólo podrá ser hospitalizada 
involuntariamente o retenida en un prestador en el que ya hubiera sido admitida como 
usuaria voluntaria, cuando:

A) Exista riesgo inminente de vida para la persona o para terceros.
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B) Esté afectada su capacidad de juicio, y el hecho de no hospitalizarla pueda llevar a 
un deterioro considerable de su condición o impedir que se le proporcione un trata-
miento adecuado que sólo pueda aplicarse mediante la hospitalización.

En la reglamentación de la presente ley, el Poder Ejecutivo establecerá cuáles son las 
situaciones de riesgo inminente de vida para el usuario y para terceros.

Artículo 31 (Formalidades para hospitalización involuntaria).- La hospitalización 
involuntaria de una persona con trastorno mental sólo podrá tener fines terapéuticos y 
se ajustará a las siguientes formalidades:

A) Declaración firmada por el familiar más cercano, allegado o representante legal si lo 
hubiera, solicitando su hospitalización y expresando su conformidad con la misma.

 Si no hubiera familiar, allegado ni representante legal, o habiéndolos se negaran a 
consentir la hospitalización y se dieran los supuestos del artículo 30 de la presente ley, 
se podrá realizar cumpliendo únicamente con el dictamen profesional a que refiere el 
literal siguiente del presente artículo.

B) Dictamen profesional del servicio de salud que realice la hospitalización, determi-
nando la existencia de los supuestos establecidos en el artículo 30 de la presente 
ley, firmado por dos profesionales médicos que no tengan relación de parentesco, 
amistad o vínculos económicos con la persona, uno de los cuales deberá ser es-
pecialista en psiquiatría. En el abordaje terapéutico posterior deberá intervenir un 
equipo interdisciplinario.

 C) Informe sobre las instancias previas implementadas, si las hubiere.

Artículo 32 (Carga de la notificación).- Toda hospitalización involuntaria deberá ser 
notificada por el Director Técnico del prestador a cargo, a la Comisión Nacional de Con-
tralor de la Atención en Salud Mental, la institución Nacional de Derechos Humanos y 
al Juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes, con los fundamentos 
que sustenten la misma y las constancias a que refiere el artículo 31 de la presente ley.

El Juez podrá requerir, en caso de considerarlo necesario, información ampliatoria a los 
profesionales tratantes o indicar peritajes externos que no perjudiquen la evolución del 
tratamiento, tendientes a confirmar los supuestos que justifiquen la medida.

Artículo 33 (Hospitalización por orden judicial).- El Juez competente podrá disponer 
una hospitalización involuntaria cuando cuente con informe médico que la justifique.

El Juez podrá, en cualquier momento, pedir al prestador a cargo de la hospitaliza-
ción, información sobre el curso del proceso asistencial, a fin de reevaluar si persisten las 
razones para la continuidad de la medida.
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Cuando estén dadas las condiciones para el alta de la persona, el Director Técnico 
del prestador deberá notificarlo a la Comisión Nacional de Contralor de la Atención en 
Salud Mental y al Juez. Éste deberá expedirse al respecto en un plazo no mayor a tres días 
hábiles a contar desde el día siguiente al de la notificación.

Artículo 34 (Hospitalización de niñas, niños y adolescentes).- El Juez sólo podrá 
disponer la hospitalización involuntaria de niñas, niños y adolescentes de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 121 de la Ley N° 17.823, de 7 de setiembre de 2004, en la 
redacción dada por el artículo 323 de la Ley N° 19.149, de 24 de octubre de 2013.

Artículo 35 (Notificación de hospitalización por orden judicial).- En todos los casos 
de hospitalizaciones por orden judicial, el Director Técnico del prestador a cargo deberá 
notificar, dentro de las primeras veinticuatro horas a la Comisión Nacional de Contralor 
de la Atención en Salud Mental y a la Institución Nacional de Derechos Humanos.

Artículo 36 (Alta y permiso de salida).- El alta y el permiso de salida son facultad del 
médico tratante, sin perjuicio de los derechos de la persona hospitalizada voluntaria-
mente y de las competencias del juez respecto de hospitalizaciones ordenadas por él.

Artículo 37 (Desinstitucionalización).- Se impulsará la desinstitucionalización de las 
personas con trastorno mental, mediante un proceso progresivo de cierre de estructuras 
asilares y monovalentes, las que serán sustituidas por un sistema de estructuras alternativas.

Se entiende por estructuras alternativas, entre otras, los centros de atención comunitaria, 
los dispositivos residenciales con apoyo y centros de rehabilitación e integración psicosocial.

Las estructuras alternativas no podrán reproducir las prácticas, métodos, procedimien-
tos y dispositivos cuyo único objetivo sea el disciplinamiento, control, encierro y en gene-
ral, cualquier otra restricción y privación de libertad de la persona que genere exclusión, 
alienación, pérdida de contacto social y afectación de las potencialidades individuales.

Artículo 38 (Establecimientos asilares y monovalentes).- Queda prohibida la creación 
de nuevos establecimientos asilares y monovalentes, públicos y privados desde la entrada 
en vigencia de la presente ley. Los ya existentes deberán adaptar su funcionamiento a las 
prescripciones de esta ley, hasta su sustitución definitiva por dispositivos alternativos, de 
acuerdo a los que establezca la reglamentación.

Queda igualmente prohibida, a partir de la vigencia de la presente ley, la internación de 
personas en los establecimientos asilares existentes. Se establecerán acciones para el cierre 
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definitivo de los mismos y la transformación de las estructuras monovalentes. El desarrollo 
de la red de estructuras alternativas se debe iniciar desde la entrada en vigencia de esta ley.

El Poder Ejecutivo establecerá en la reglamentación de la presente ley el cronograma 
de cierre de los establecimientos asilares y estructuras monovalentes. El cumplimiento 
definitivo del cronograma no podrá exceder temporalmente el año 2025.

CAPÍTULO VI

ÓRGANO DEL CONTRALOR

Artículo 39 (Creación).- Créase la Comisión Nacional de Contralor de la Atención en 
Salud Mental, como organismo desconcentrado dependiente del Ministerio de Salud 
Pública, con los cometidos que le atribuye la presente ley.

Artículo 40 (Cometidos).- Son cometidos de la Comisión Nacional de Contralor de la 
Atención en Salud Mental:

A) Controlar, en todo el territorio nacional, el cumplimiento de la presente ley, particu-
larmente en lo que refiere al resguardo del ejercicio pleno de los derechos humanos 
de las personas con trastorno mental.

B) Supervisar de oficio o por denuncia de particulares las condiciones de las personas 
hospitalizadas por razones de salud mental y en dispositivos residenciales, públicos y 
privados, incluyendo las sujetas a procedimientos judiciales.

C) Requerir a las entidades públicas y privadas del Sistema Nacional Integrado de Salud, 
información que permita evaluar las condiciones en que se realiza la atención en salud 
mental, con la debida protección a los derechos de los usuarios.

D) Controlar que las hospitalizaciones no se prolonguen más allá del tiempo mínimo 
necesario para cumplir con los objetivos terapéuticos y que las involuntarias se en-
cuentren debidamente justificadas.

E) Velar por el cumplimiento de los derechos de las personas en procesos de declaración 
de incapacidad e inimputabilidad y durante la vigencia de dichas declaraciones.

F) Inspeccionar periódicamente los establecimientos públicos y privados donde se 
realicen hospitalizaciones de personas con trastorno mental, en los términos que 
establezca la reglamentación.

G) Recibir y dar trámite a las denuncias respecto del funcionamiento de los servicios 
de salud mental realizadas por usuarios, sus familiares, actores involucrados en el 
proceso asistencial y de terceros.
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H) Requerir la intervención judicial o de otros organismos competentes, ante situacio-
nes del proceso asistencial que no se ajusten a las disposiciones de la presente ley y 
su reglamentación.

I) Hacer recomendaciones al Ministerio de Salud Pública y participar en las instancias de 
discusión sobre normativa aplicable a la atención de la salud mental.

J) Informar al Ministerio de Salud Pública, con la periodicidad que determine la reglamen-
tación, sobre las evaluaciones realizadas y proponer las modificaciones pertinentes.

K) Llevar un registro sistematizado de sus actuaciones en cumplimiento de la presente 
ley, que incluya los resultados de las mismas.

L) En coordinación con la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo, difundir en la comunidad, con la mayor amplitud posible, información sobre 
las normas aplicables a la atención en salud mental, particularmente las que refieren 
a los derechos humanos de las personas con trastorno mental, así como sobre los 
dispositivos para la protección de los mismos a nivel nacional e internacional.

M) Dictar su reglamento interno de funcionamiento.

Artículo 41 (Integración).- La Comisión Nacional de Contralor de la Atención en Salud 
Mental tendrá carácter honorario, sus miembros serán designados por el Poder Ejecuti-
vo y estará compuesta por:

A) Dos miembros representantes del Ministerio de Salud Pública, uno de los cuales de-
berá acreditar conocimientos, formación y experiencia en el tema de la salud mental. 
Uno de ellos la presidirá.

B) Tres miembros representantes de la Universidad de la República designados uno a 
propuesta de la Facultad de Medicina, otro a propuesta de la Facultad de Psicología 
y otro a propuesta de la Facultad de Derecho. Se observará que todos estén vincula-
dos a la temática de la presente ley.

C) Un miembro representante de las organizaciones más representativas de los traba-
jadores de la salud mental.

D) Un miembro representante de las sociedades científicas vinculadas a la salud mental.

E) Un miembro representante de las organizaciones más representativas de las perso-
nas con trastorno mental.

F) Un miembro representante de las organizaciones más representativas de los familia-
res de las personas con trastorno mental.

G) Un representante de las organizaciones de la sociedad civil en salud mental y dere-
chos humanos.

Por cada representante titular, se designará un alterno.
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Artículo 42 (Descentralización).- Los cometidos de la Comisión Nacional de Contra-
lor de la Atención en Salud Mental tienen alcance nacional. Para su efectiva ejecución en 
ese ámbito contará con el apoyo de las Direcciones Departamentales de Salud del Mi-
nisterio de Salud Pública. La reglamentación determinará su forma de relacionamiento.

Asimismo, la Comisión fomentará la articulación en el territorio con otras instancias 
participativas del ámbito sanitario y social.

Artículo 43 (Duración del mandato).- La duración del mandato de los representantes 
titulares y alternos será de tres años, contados a partir de la fecha en que asuman sus res-
pectivos cargos. Sin perjuicio de ello, la delegación del Poder Ejecutivo podrá modificarse 
en todo momento.

Artículo 44 (Quórum).- Para sesionar, la Comisión Nacional de Contralor de la Aten-
ción en Salud Mental requerirá la presencia de siete de sus miembros. Las decisiones se 
tomarán por mayoría simple de votos de integrantes del Cuerpo. En caso de empate, el 
voto del Presidente se computará doble.

Artículo 45 (Competencia del Presidente).- Compete al Presidente de la Comisión 
Nacional de Contralor de la Atención en Salud Mental:

A) Presidir las sesiones de la Comisión.

B) Ejecutar las resoluciones de la Comisión.

C) Adoptar las medidas urgentes que entienda necesarias para el cumplimiento de los co-
metidos de la Comisión, dando cuenta de ellas en la primera sesión posterior y estando 
a lo que ésta resuelva. Para modificar las decisiones adoptadas en el ejercicio de esta 
potestad, será necesario el voto de por lo menos ocho de los miembros de la Comisión.

D) Representar al organismo y suscribir todos los actos en que intervenga el mismo.

E) Las demás tareas que le sean encargadas por la Comisión.

Artículo 46 (Protección especial). Encomiéndase especialmente a la Institución Nacio-
nal de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, creada por la Ley N° 18.446, de 24 de 
diciembre de 2008, defender y promover los derechos de las personas reconocidos en la 
presente ley.
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CAPÍTULO VII

DEROGACIÓN Y ADECUACIÓN

Artículo 47. Derógase la Ley N° 9.581, de 8 de agosto de 1936 y demás disposiciones 
que se opongan a lo establecido en la presente ley.

Artículo 48. Efectúanse las siguientes adecuaciones en la normativa vigente:

A) La remisión efectuada por los artículos 40 y 46 de la Ley N° 14.294, de 31 de octubre 
de 1974, debe entenderse realizada a la presente ley.

B) La remisión efectuada por el literal B) del artículo 35, del Decreto-Ley N° 15.032, de 7 de 
julio de 1980 (Código del Proceso Penal), debe entenderse realizada a la presente ley.

C) La remisión efectuada por el artículo 11 de la Ley N° 18.335, de 15 de agosto de 2008, 
debe entenderse realizada al artículo 23 de la presente ley.
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Ley N° 19.580
Ley Integral de Violencia hacia las Mujeres 

Basada en Género (fragmento)

Promulgación: 22/12/2017
Publicación: 09/01/2018

Artículo 12 (Consejo Nacional Consultivo por una Vida Libre de Violencia de Gé-
nero hacia las Mujeres).- Sustitúyese el Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra 
la Violencia Doméstica, creado por la Ley N° 17.514, de 2 de julio de 2002, por el Consejo 
Nacional Consultivo por una Vida Libre de Violencia de Género hacia las Mujeres, con 
competencia nacional y que tendrá los siguientes fines: 

A) Asesorar al Poder Ejecutivo, en la materia de su competencia.

B) Velar por el cumplimiento de esta ley y su reglamentación.

C) Diseñar y elevar a consideración del Poder Ejecutivo el Plan Nacional contra la Vio-
lencia Basada en Género hacia las Mujeres así como otros planes específicos, progra-
mas y acciones para la implementación de esta ley.

D) Supervisar y monitorear el cumplimiento del Plan Nacional contra la Violencia Basa-
da en Género hacia las Mujeres.

E) Articular la implementación de las políticas sectoriales de lucha contra la violencia 
basada en género hacia las mujeres.

F) Crear, apoyar y fortalecer las Comisiones Departamentales y Municipales para una Vida 
Libre de Violencia Basada en Género hacía las Mujeres, estableciendo las directivas y 
lineamientos para su funcionamiento y cumplimiento de esta ley.

G) Ser consultado preceptivamente en la elaboración de los informes que el Estado 
debe efectuar en el marco de las Convenciones Internacionales ratificadas por el 
país relacionadas con los temas de violencia basada en género a que refiere esta ley.

H) Opinar preceptivamente sobre los proyectos de ley y programas que tengan como 
objeto la violencia basada en género hacia las mujeres. El no pronunciamiento expreso 
en un plazo de treinta días se entenderá como aprobación.

I) Emitir opinión respecto a acciones o situaciones relativas a la violencia contra las 
mujeres basada en género de las que tome conocimiento, comunicándolo a las au-
toridades competentes.

J) Elaborar un informe anual acerca del cumplimiento de sus cometidos y sobre la 
situación de violencia basada en género en el país.
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Este informe deberá ser presentado públicamente y enviado al Consejo Nacional 
Coordinador de Políticas Públicas de Igualdad de Género, a la Institución Nacional de De-
rechos Humanos y Defensoría del Pueblo y a la Asamblea General.

Artículo 13 (Integración del Consejo Nacional Consultivo por una Vida Libre de Vio-
lencia de Género hacia las Mujeres).- El Consejo se integrará de la siguiente manera:

A) Un representante del Instituto Nacional de las Mujeres del Ministerio de Desarrollo 
Social, que lo presidirá.

B) Un representante del Ministerio de Defensa Nacional.
C) Un representante del Ministerio de Educación y Cultura.
D) Un representante del Ministerio del Interior.
E) Un representante de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de Presidencia de la 

República.
F) Un representante del Ministerio de Salud Pública.
G) Un representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.
H) Un representante del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente.
I) Un representante del Poder Judicial.
J) Un representante de la Fiscalía General de la Nación.
K) Un representante de la Administración Nacional de Educación Pública.
L) Un representante del Banco de Previsión Social.
M) Un representante del Congreso de Intendentes.
N) Un representante del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay.
O) Tres representantes de la Red Uruguaya contra la Violencia Doméstica y Sexual.

En las reuniones del Consejo Nacional Consultivo podrá participar con voz y sin voto un 
representante de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo.

Los representantes de los órganos y organismos públicos deberán ser de las más 
altas jerarquías.
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Ley N° 19.641
Declaración y creación de Sitios de Memoria  

Histórica del Pasado Reciente

Promulgación: 13/07/2018
Publicación: 14/08/2018

Artículo 1 (Objeto).- La presente ley tiene por objeto la declaración y creación de Sitios 
de Memoria Histórica del pasado reciente de la República Oriental del Uruguay.

Artículo 2 (Declaración de interés general).- A tales efectos, se declara de interés 
general la creación y declaración de los Sitios de Memoria Histórica indicados en el ar-
tículo precedente.

Artículo 3 (Recordatorio y reconocimiento).- La declaración y creación de Sitio de Me-
moria Histórica consagra el recordatorio y reconocimiento de aquellos lugares donde las 
personas víctimas de terrorismo o accionar ilegítimo del Estado sufrieron violaciones a sus 
derechos humanos por motivos políticos, ideológicos o gremiales y que son utilizados 
como espacios abiertos al público para la recuperación, construcción y transmisión de me-
morias, así como forma de homenaje y de reparación a las víctimas y a las comunidades.

Artículo 4 (Definición).- Se consideran sitios de memoria aquellos espacios físicos 
donde se verificaron alguno o algunos de estos acontecimientos:

A) La ocurrencia de violaciones a los derechos humanos por parte del Estado, compren-
diendo delitos de lesa humanidad tales como la tortura, desaparición forzada, homi-
cidio político, prisión indebida, violaciones y otros delitos sexuales contra hombres y 
mujeres, persecución política, destituciones o exilio.

B) La realización de actos de resistencia y lucha por la construcción o recuperación 
democrática.

C) Otros sitios a los cuales las víctimas, familiares o las comunidades los asocian con 
esos acontecimientos y que han sido creados para construir y transmitir memorias, 
tales como memoriales, museos y otros espacios y que son utilizados como espacios 
abiertos al público para la recuperación, construcción y trasmisión de memorias, así 
como forma de homenaje y de reparación a las víctimas y a las comunidades.
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Artículo 5 (Ámbito temporal).- A los efectos de la determinación y declaración de los 
sitios de memoria, se consideran los siguientes períodos:

A) El comprendido desde el 13 de junio de 1968 hasta el 26 de junio de 1973, en el 
marco de la aplicación sistemática de las Medidas Prontas de Seguridad y bajo los 
preceptos de la Doctrina de la Seguridad Nacional imperante.

B) El comprendido desde el 27 de junio de 1973 hasta el 28 de febrero de 1985, período 
en que se instauró la dictadura cívico-militar.

Se podrán considerar hechos acontecidos fuera de los períodos antes mencionados 
en los que el Estado haya violado los derechos humanos o donde haya habido expresio-
nes significativas de resistencia popular.

Artículo 6 (Ámbito territorial).- A los efectos de lo dispuesto en los artículos 3° y 4° 
de la presente ley, podrán ser declarados Sitios de Memoria Histórica los inmuebles 
públicos o privados, espacios públicos y otros lugares vinculados a hechos ocurridos 
con violaciones de los derechos humanos o resistencia de individuos u organizaciones 
contra el terrorismo y uso ilegítimo del poder del Estado.

Artículo 7 (Investigación).- Los Sitios de Memoria Histórica propiciarán la investiga-
ción en relación a los períodos individualizados en el artículo 5° de la presente ley para 
contribuir a la educación y difusión, permitiendo resignificar, recuperar, reunir, organizar 
y poner a disposición de los ciudadanos, información significativa para el estudio del 
período previo a la última dictadura cívico-militar, el período dictatorial, la resistencia, el 
exilio, el encarcelamiento, la tortura, la desaparición y muerte de personas con motivo 
del terrorismo y uso ilegítimo del poder del Estado dentro y fuera de fronteras.

Artículo 8 (Comisión Nacional Honoraria de Sitios de Memoria).- Para dar cum-
plimiento a lo establecido en la presente ley, créase la Comisión Nacional Honoraria de 
Sitios de Memoria que dependerá de la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo. Dicha Comisión deberá constituirse dentro de los treinta días a 
partir de la promulgación de la presente ley.

Artículo 9 (Integración).- La Comisión Nacional Honoraria de Sitios de Memoria esta-
rá integrada por nueve miembros:

A) Un delegado de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, 
que la presidirá.

B) Un delegado del Ministerio de Educación y Cultura.
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C) Un delegado de la Universidad de la República.

D) Un delegado de la Administración Nacional de Educación Pública.

E) Dos delegados de dos organizaciones sociales destacadas en la lucha por la memo-
ria y los derechos humanos, inscriptas en el Registro de organizaciones sociales de 
la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, que serán 
electos en una instancia presencial convocada a tales efectos por dicha institución.

F) Tres delegados de la Red Nacional de Sitios de Memoria.

Los miembros de la Comisión Nacional Honoraria de Sitios de Memoria permanece-
rán cinco años en sus cargos.

Artículo 10 (Cometidos).- La Comisión Nacional Honoraria de Sitios de Memoria ten-
drá los siguientes cometidos:

A) Recepcionar, instruir y resolver acerca de las solicitudes que se planteen para la de-
claración y creación de Sitios de Memoria Histórica. A tales efectos, podrá requerir 
toda la información y antecedentes necesarios en forma directa a organismos públi-
cos o privados.

B) Disponer, una vez aprobada la declaración de un sitio de memoria, las acciones 
pertinentes para poder efectivizar su preservación, funcionamiento, gestión y sus-
tentabilidad.

C) Promover la conformación de Comisiones de Sitio así como la designación de fechas 
conmemorativas.

D) Coordinar con las demás autoridades y organismos competentes los mecanismos de 
protección y conservación del sitio así como la difusión de su instalación y la instru-
mentación de mecanismos que faciliten su accesibilidad.

E) Confeccionar y actualizar permanentemente un Catálogo Nacional de Sitios de Me-
moria en coordinación con la Red Nacional de Sitios de Memoria y Comisiones de 
Sitios, dando amplia difusión de su contenido.

F) Decidir la forma de individualización de los sitios de memoria mediante la coloca-
ción de placa u otro símbolo, así como su desarrollo como espacio de memoria, 
museo o memorial.

G) Proyectar y aprobar su reglamento de funcionamiento interno.

Para llevar adelante sus fines contará con el presupuesto que se le asigne especial-
mente a sus efectos, en el marco del presupuesto asignado a la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo.
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Artículo 11 (Funcionamiento).- La Comisión Nacional Honoraria de Sitios de Memoria 
sesionará mensualmente pudiendo ser convocada extraordinariamente por tres de sus 
integrantes o por la presidencia de la misma. Sesionará con un quórum mínimo de cin-
co miembros y se adoptarán las decisiones por mayoría absoluta de presentes.

Artículo 12 (Consejo Asesor Consultivo).- La Comisión Nacional Honoraria de Sitios 
de Memoria podrá convocar a un Consejo Consultivo de carácter honorario, cuando 
lo entienda pertinente a los efectos de recibir asesoramiento relativo a la temática que 
forma parte de sus cometidos.

Dicho Consejo estará integrado por:

A) Un delegado de la Presidencia de la República.

B) Un delegado del Poder Judicial.

C) Un delegado del Congreso de Intendentes.

D) Un delegado del Plenario de Municipios.

Artículo 13 (Red Nacional de Sitios de Memoria).- Créase la Red Nacional de Sitios 
de Memoria a fin de coordinar con la Comisión Nacional Honoraria de Sitios de Memoria 
el desarrollo de actividades de memoria, investigación, educación y promoción de los 
derechos humanos en los lugares declarados Sitios de Memoria.

Artículo 14 (Comisiones de Sitio).- Las Comisiones de Sitio de los lugares declarados 
tales integrarán la Red Nacional de Sitios de Memoria y se conformarán con la partici-
pación de sectores y organizaciones sociales vinculados a la defensa de los derechos 
humanos y la memoria, así como con sobrevivientes, familiares, vecinos, instituciones 
educativas, culturales y de gobierno municipal, departamental y nacional, según corres-
ponda, relativas al territorio de referencia del sitio.

Artículo 15 (Competencia).- A la Red Nacional de Sitios de Memoria le compete:

A) Garantizar el funcionamiento de la Red y los Sitios de Memoria que la componen.

B) Generar mecanismos de difusión pública de los sitios que conforman la Red.

C) Coordinar con los sectores y organizaciones sociales las políticas referidas a los Si-
tios de Memoria que establezcan el gobierno nacional, los gobiernos departamen-
tales o municipales y proponer actividades para el desarrollo de dichas temáticas.

D) Sugerir la declaración de Sitios de Memoria a la Comisión Nacional Honoraria, así como 
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la recopilación, sistematización y conservación de material documental relacionado 
con los sitios asegurando el acceso a la información reunida.

E) Promover la conformación de una ruta territorial nacional de memoria, con circui-
tos relacionados, que permita una construcción integral para el conocimiento de 
los hechos a los que se hace referencia en los artículos 4° y 5° de la presente ley.

F) Promover actividades educativas, de investigación, capacitación y comunicación re-
lacionadas con los hechos ocurridos en los Sitios de Memoria.

A tales efectos podrá contar con la asistencia técnica de expertos nacionales, regio-
nales e internacionales para el mejor logro de sus fines.

Artículo 16 (Procedimiento de declaración de Sitio de Memoria).- El procedimiento 
para la determinación y creación de un Sitio de Memoria Histórica se iniciará ante la Comi-
sión Nacional Honoraria de Sitios de Memoria, de oficio o a pedido de personas u organi-
zaciones interesadas.

Artículo 17 (Requisitos para la declaración y creación de Sitio de Memoria).- La de-
claración de un Sitio de Memoria Histórica deberá ser instrumentada a través de un do-
cumento que contenga información sobre la ubicación del mismo, descripción de los he-
chos que allí ocurrieron, fechas y personas e instituciones vinculadas directamente con los 
mismos, así como todo otro elemento probatorio e información que respalde la solicitud, 
sin perjuicio de las medidas probatorias que determine la Comisión Nacional Honoraria de 
Sitios de Memoria, para mejor proveer.

Artículo 18 (Acciones derivadas de la declaración o creación de Sitio de Memoria).- 
Una vez aprobada la declaración o creación del Sitio de Memoria, el Estado a través de la 
Comisión Nacional Honoraria de Sitios de Memoria podrá proceder, según corresponda, a:

A) Colocar placas o expresiones materiales simbólicas.

B) Resolver espacios museísticos.

C) Definir el destino de memorial.

D) Determinar la celebración de fechas conmemorativas.

E) Definir la protección, preservación, conservación, no innovación y puesta en valor.

F) Dar publicidad.

G) Generar acceso público.

H) Establecer Centros de Información.

I) Vincular los lugares a través de una Red de Sitios.
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Artículo 19 (Protección Especial).- Los Sitios de Memoria Histórica serán objeto de 
especial protección respecto de la realización de obras o intervenciones futuras por 
parte del Estado o los particulares.

A los efectos de salvaguardar los valores históricos, culturales, pedagógicos u otros 
previstos en el artículo 4° de la presente ley, será necesaria la autorización previa de la 
Comisión Nacional Honoraria de Sitios de Memoria, a fin de autorizar cualquier modifi-
cación que se desee llevar a cabo en un sitio de memoria.

Toda acción que implique la destrucción, alteración o modificación indebida de los 
sitios será penalizada conforme lo previsto por el artículo 358 del Código Penal.

Artículo 20 (Creación del Catálogo Nacional de Sitios de Memoria Histórica).- Créa-
se el Catálogo Nacional de Sitios de Memoria Histórica en el que se registrarán los Sitios 
declarados o creados como lugares de Memoria Histórica, como instrumento para el co-
nocimiento, consulta y divulgación acerca de los mismos.

Artículo 21 (Acceso Público).- El Catálogo Nacional de Sitios de Memoria Histórica 
será de acceso público y deberá darse a conocer por los medios idóneos, actualizándo-
se cada vez que resulte necesario.

Artículo 22 (Archivo y custodia).- El archivo, custodia y preservación de toda la do-
cumentación correspondiente a los Sitios de Memoria Histórica se coordinará con el 
Archivo General de la Nación y recibirá el asesoramiento técnico y asistencia necesarios 
para organizar los archivos relacionados con los sitios respectivos.

Artículo 23 (Órgano competente para la aplicación de los artículos 7° y 8° de la 
Ley N° 18.596, de 18 de setiembre de 2009).- A partir de la promulgación de la pre-
sente ley, la Comisión Nacional Honoraria de Sitios de Memoria es el órgano competen-
te, en coordinación con el Ministerio de Educación y Cultura, a fin de aplicar lo dispuesto 
en los artículos 7° y 8° de la Ley N° 18.596, de 18 de setiembre de 2009.
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Ley N° 19.654
Derechos y obligaciones inherentes a la  

ciudadanía. Interpretación de los artículos 77 y 81  
de la Constitución de la República

Promulgación: 17/08/2018
Publicación: 27/08/2018

Apruébanse normas interpretativas de los arts. 77 y 81 de la Constitución de la Repúbli-
ca relativos a derechos y obligaciones inherentes a la ciudadanía.

Artículo 1. Declárase, con carácter interpretativo, de los artículos 77, párrafo 1 y 81 de la 
Constitución de la República, que el hecho de residir fuera del país no obsta al ejercicio 
de los derechos y obligaciones inherentes a la ciudadanía.

 

Artículo 2. Créase una Comisión Honoraria con el cometido de elaborar un proyecto e 
informe normativo donde se analicen las alternativas jurídicas para la instrumentación 
del voto por parte de los ciudadanos uruguayos residentes en el exterior, el cual será 
remitido al Poder Legislativo para su consideración.

Artículo 3. La Comisión Honoraria estará integrada por las siguientes instituciones, 
quienes designarán un representante titular y un suplente:

A) Poder Legislativo, en este caso, cada partido político con representación parlamen-
taria designará un representante.

B) Ministerio de Relaciones Exteriores.

C) Corte Electoral.

D) Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, quien la presi-
dirá y coordinará.

E) Un representante propuesto por los Consejos Consultivos (artículo 74 de la Ley N° 
18.250, de 27 de diciembre de 2007).

F) Un representante del Consejo Consultivo Asesor de Migración (artículo 26 de la Ley 
N° 18.250).
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En los casos de los literales B), C) y D) cada miembro deberá ser designado por la 
máxima jerarquía de la institución a la que represente en un plazo máximo de treinta 
días a partir de la promulgación de la presente ley, y actuará con el respaldo de la misma, 
a efectos de que pueda cumplir su función en la Comisión con certeza y celeridad.

Artículo 4. La citada Comisión tendrá un plazo máximo de ciento veinte días desde su 
constitución, para efectuar la tarea encomendada por esta ley.
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Ley N° 19.822
Cométese a la Institución Nacional de Derechos Humanos  

y Defensoría del Pueblo la búsqueda de las  
Personas Detenidas y Desaparecidas

Promulgación: 18/09/2019
Publicación: 25/09/2019

Artículo 1. Cométese a la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo (INDDHH) la búsqueda de las personas detenidas y desaparecidas en el marco 
de la actuación ilegítima del Estado ocurrida entre el 13 de junio de 1968 al 26 de junio 
de 1973, así como durante el terrorismo de Estado desplegado entre el 27 de junio de 
1973 al 28 de febrero de 1985.

La tarea que se comete comprende la investigación de la verdad sobre las circuns-
tancias de la desaparición y la ubicación de los restos.

Artículo 2. La INDDHH podrá delegar en uno o más de sus directores, total o parcial-
mente, la implementación del cometido asignado por esta ley. La INDDHH dispondrá 
asimismo las contrataciones de personal necesarias para dar cumplimiento a la tarea 
encomendada por el artículo 1° de la presente ley. Tales contrataciones no estarán limi-
tadas a personas provenientes de la función pública.

La INDDHH podrá asimismo hacerse asesorar por expertos nacionales e internacio-
nales con especial versación en las temáticas relativas al cometido estipulado en el artí-
culo 1° de la presente ley.

Artículo 3. A los efectos del cumplimiento del cometido establecido en esta ley, no será 
de aplicación la inhibición prevista por el artículo 6° de la Ley N° 18.446, de 24 de diciem-
bre de 2008.

Artículo 4. Para llevar adelante su tarea, la INDDHH dispondrá de todas las facultades y 
competencias que le otorga la Ley N° 18.446, de 24 de diciembre de 2008, especialmente las 
previstas en su artículo 35, con las modificaciones dispuestas por la presente ley.

Artículo 5. Habilítase a la INDDHH a suscribir los convenios necesarios, tanto en el 
ámbito nacional como internacional para dar cumplimiento al mandato del artículo 1° 
de la presente ley.
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Artículo 6. La INDDHH, a través de los miembros designados para la tarea que se come-
te, tendrá acceso irrestricto a los archivos de los servicios de inteligencia y demás archivos 
de instituciones públicas o privadas que pudieren ser relevantes para la búsqueda de la 
verdad de lo sucedido con las víctimas de desapariciones forzadas.

Podrá también requerir copia de tales archivos debiéndosele remitir las mismas en 
su integridad sin que se puedan oponer criterios de secreto, confidencialidad o reserva 
de todo o parte de su contenido, conforme lo dispuesto por el artículo 12 de la Ley N° 
18.381, de 17 de octubre de 2008.

La información o copias requeridas deberán ser entregadas en los plazos indicados 
por la INDDHH. La negativa a cumplir con lo requerido por la INDDHH constituirá el 
delito previsto por el artículo 173 del Código Penal.

La INDDHH deberá mantener reserva respecto de la información recabada que no 
fuere relevante para el cumplimiento de su mandato y también respecto a aquella relacio-
nada con las personas de las que ha recibido colaboración.

Artículo 7. Para el cumplimiento del cometido conferido por la presente ley podrá 
exigir el acceso irrestricto a todos los lugares y establecimientos que se consideren rele-
vantes para las investigaciones en curso.

La negativa a cumplir con lo requerido por la INDDHH constituirá el delito previsto 
por el artículo 173 del Código Penal.

Artículo 8. La INDDHH estará facultada para citar a funcionarios del Estado, así como a 
particulares para que presten declaración ante los miembros de la INDDHH que lleven 
adelante el cometido conferido por la presente ley.

La concurrencia será obligatoria siendo pasible de aplicación lo dispuesto en el artí-
culo 173 del Código Penal en caso de inasistencia injustificada.

La declaración que se formule en esta instancia estará sujeta a lo dispuesto por el 
artículo 180 del Código Penal, lo que se hará saber al compareciente.

Artículo 9. Sin perjuicio de lo establecido por el literal D) del artículo 35 de la Ley N° 
18.446, de 24 de diciembre de 2008, se podrá requerir de los órganos competentes del 
Estado la adopción de las medidas precautorias pertinentes a fin de asegurar la concu-
rrencia de personas ante la INDDHH cuyo testimonio sea relevante para las investiga-
ciones, todo ello conforme el procedimiento y requisitos previstos en los artículos 306 
y siguientes del Código General del Proceso o artículos 216, 221 y 222 del Código del 
Proceso Penal, en lo que fuere aplicable.
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Artículo 10. En la búsqueda de los restos de los detenidos desaparecidos se dará con-
tinuidad a las tareas arqueológicas que al presente lleva a cabo el Grupo de Trabajo por 
Verdad y Justicia, definiéndose en lo sucesivo conforme el plan estratégico que diseñe 
la INDDHH para el cumplimiento del cometido asignado. A tales efectos se le confieren 
amplias facultades para disponer las exhumaciones de carácter administrativo, en pre-
dios públicos o privados, que sean necesarias.

Artículo 11. Los archivos y repositorios documentales existentes en la órbita del Grupo 
de Trabajo por Verdad y Justicia pasarán en su totalidad a la INDDHH.

Artículo 12. La Presidencia de la República continuará con las tareas de digitalización 
de toda la información existente sobre la materia y se la entregará a la INDDHH que 
oficiará como repositorio.

Artículo 13. El Poder Ejecutivo mantendrá los convenios ya suscritos con la Universidad 
de la República en cuanto a los archivos y testimonios y en su caso los renovará o reali-
zará otros nuevos, a los efectos de contar con un relevamiento exhaustivo. El resultado 
de dichos trabajos será depositado en la INDDHH.

Artículo 14. Cométese al Ministerio de Educación y Cultura a través de la Dirección de Asun-
tos Constitucionales, Legales y Registrales el seguimiento del estado de cumplimiento de las 
sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada, de carácter nacional o internacional, así 
como de las recomendaciones dictadas por los organismos de supervisión en la materia, así 
como del estado de situación de causas, juicios y denuncias a nivel nacional, sin perjuicio de 
los cometidos de la INDDHH y de la Fiscalía Especializada en Crímenes de Lesa Humanidad.

Artículo 15. La INDDHH mantendrá una comunicación directa con la Fiscalía Especia-
lizada en Crímenes de Lesa Humanidad, creada por la Ley N° 19.550, de 25 de octubre 
de 2017, en función de las necesidades que identifique en el cumplimiento del actual 
mandato legal que se le confiere.

Artículo 16. Hasta tanto no se proceda a la sanción del presupuesto de la INDDHH de 
acuerdo con los artículos 74 y siguientes de la Ley N° 18.446, de 24 de diciembre de 2008, 
el Poder Ejecutivo proveerá los recursos financieros que permitan cumplir con el cometi-
do de esta ley, sobre la base de lo asignado a la Secretaría de Derechos Humanos para el 
Pasado Reciente y del Grupo de Trabajo por Verdad y Justicia.



77Marco Jurídico

Ley N° 19.846
Aprobación de las obligaciones emergentes del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos, en relación  
a la Igualdad y No Discriminación entre Mujeres y  

Varones, comprendiendo la igualdad formal,  
sustantiva y de reconocimiento (fragmento)

Promulgación: 19/12/2019
Publicación: 08/01/2020

CAPÍTULO III 

SISTEMA NACIONAL PARA LA IGUALDAD DE GÉNERO

SECCIÓN 3 - UNIDADES ESPECIALIZADAS EN GÉNERO

Artículo 18 (Preceptividad y cometidos).- Todos los organismos públicos deberán 
contar con Unidades Especializadas en Género, que favorezcan la aplicación de los de-
rechos y principios establecidos en la presente ley, en el ámbito de su competencia.

Las Unidades Especializadas en Género deberán depender de los ámbitos de ma-
yor jerarquía institucional, contar con recursos humanos especialmente designados y 
asignación presupuestal necesarias para el efectivo cumplimiento de sus cometidos.

CAPÍTULO IV

FORTALECIMIENTO DEL ACCESO A LA JUSTICIA

Artículo 20 (Acción de amparo).- La acción de amparo para la protección de la igual-
dad de género se regirá por la Ley N° 16.011, de 19 de diciembre de 1988, y por las siguien-
tes disposiciones:

1) Podrá ser promovida también por la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo, por cualquier interesado o por las instituciones o asociacio-
nes de interés social que según la ley, o a juicio del Tribunal competente, garanticen 
una adecuada defensa de los derechos comprometidos.
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2) Procederá en todos los casos, excepto que exista proceso jurisdiccional pendiente, 
presumiéndose, salvo prueba en contrario, que los otros medios jurídicos de protec-
ción resultan ineficaces.

Artículo 21 (Intereses difusos).- Amplíase a la defensa de la igualdad de género las 
previsiones del artículo 42 del Código General del Proceso.

DEROGACIONES Y DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 22 (Plazo de creación de las Unidades Especializadas en Género).- Los 
organismos públicos que aún no cuenten con Unidades Especializadas en Género a las 
que refieren los artículos 18 y 19 de la presente ley, deberán incluirlas en el próximo 
Presupuesto Nacional y crearlas efectivamente en un plazo máximo de noventa días pos-
teriores a su aprobación. }
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Protocolo Facultativo de la Convención de la  
ONU contra la Tortura y Otros Tratos o Penas  

Crueles, Inhumanos o Degradantes
Ley N° 17.914

Promulgación: 21/10/2005
Publicación: 28/10/2005

Artículo Único: Apruébase el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortu-
ra y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, aprobado por resolución 
57/199, de 9 de enero de 2003, de la Asamblea General de las Naciones Unidas.

TEXTO DEL ACUERDO

PREÁMBULO

Los Estados Partes en el presente Protocolo,

Reafirmando que la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 
están prohibidos y constituyen violaciones graves de los derechos humanos,

Convencidos de la necesidad de adoptar nuevas medidas para alcanzar los objetivos de 
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradan-
tes (en adelante denominada la Convención) y de fortalecer la protección de las perso-
nas privadas de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes,

Recordando que los artículos 2 y 16 de la Convención obligan a cada Estado Parte a 
tomar medidas efectivas para prevenir los actos de tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes en todo territorio bajo su jurisdicción,

Reconociendo que los Estados tienen la responsabilidad primordial de aplicar estos ar-
tículos, que el fortalecimiento de la protección de las personas privadas de su libertad y 
el pleno respeto de sus derechos humanos es una responsabilidad común compartida 
por todos, y que los Mecanismos internacionales de aplicación complementan y forta-
lecen las medidas nacionales,

Recordando que la prevención efectiva de la tortura y otros tratos o penas crueles, in-
humanos o degradantes requiere educación y una combinación de diversas medidas 
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legislativas, administrativas, judiciales y de otro tipo,

Recordando también que la Conferencia Mundial de Derechos Humanos declaró firme-
mente que los esfuerzos por erradicar la tortura debían concentrarse ante todo en la 
prevención y pidió que se adoptase un protocolo facultativo de la Convención destina-
do a establecer un sistema preventivo de visitas periódicas a los lugares de detención,

Convencidos de que la protección de las personas privadas de su libertad contra la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes puede fortalecerse por medios no 
judiciales de carácter preventivo basados en visitas periódicas a los lugares de detención,

Acuerdan lo siguiente:

PARTE I

Principios generales

Artículo 1. El objetivo del presente Protocolo es establecer un sistema de visitas perió-
dicas a cargo de órganos internacionales y nacionales independientes a los lugares en 
que se encuentren personas privadas de su libertad, con el fin de prevenir la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 2

1. Se establecerá un Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes del Comité contra la Tortura (en adelante deno-
minado el Subcomité para la Prevención) que desempeñará las funciones previstas 
en el presente Protocolo. 

2. El Subcomité para la Prevención realizará su labor en el marco de la Carta de las 
Naciones Unidas y se guiará por los propósitos y principios enunciados en ella, así 
como por las normas de las Naciones Unidas relativas al trato de las personas priva-
das de su libertad.

3. Asimismo, el Subcomité para la Prevención se guiará por los principios de confidencia-
lidad, imparcialidad, no selectividad, universalidad y objetividad.

4. El Subcomité para la Prevención y los Estados Partes cooperarán en la aplicación del 
presente Protocolo.

Artículo 3. Cada Estado Parte establecerá, designará o mantendrá, a nivel nacional, 
uno o varios órganos de visitas para la prevención de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes (en adelante denominado el mecanismo nacional 
de prevención).
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Artículo 4

1. Cada Estado Parte permitirá las visitas, de conformidad con el presente Protocolo, de 
los mecanismos mencionados en los artículos 2 y 3 a cualquier lugar bajo su jurisdic-
ción y control donde se encuentren o pudieran encontrarse personas privadas de su 
libertad, bien por orden de una autoridad pública o a instigación suya o con su con-
sentimiento expreso o tácito (en adelante denominado lugar de detención). Estas visi-
tas se llevarán a cabo con el fin de fortalecer, si fuera necesario, la protección de estas 
personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

2. A los efectos del presente Protocolo, por privación de libertad se entiende cualquier 
forma de detención o encarcelamiento o de custodia de una persona por orden de 
una autoridad judicial o administrativa o de otra autoridad pública, en una institución 
pública o privada de la cual no pueda salir libremente.

PARTE II

El Subcomité para la Prevención

Artículo 5

1. El Subcomité para la Prevención estará compuesto de diez miembros. Una vez que se 
haya registrado la quincuagésima ratificación del presente Protocolo o adhesión a él, 
el número de miembros del Subcomité para la Prevención aumentará a veinticinco.

2. Los miembros de Subcomité para la Prevención serán elegidos entre personas de gran 
integridad moral y reconocida competencia en la administración de justicia, en particu-
lar en materia de derecho penal, administración penitenciaria o policial, o en las diversas 
materias que tienen que ver con el tratamiento de personas privadas de su libertad.

3. En la composición del Subcomité para la Prevención se tendrá debidamente en cuen-
ta una distribución geográfica equitativa de los miembros y la representación de las 
diferentes formas de civilización y sistemas jurídicos de los Estados Partes.

4. En esta composición también se tendrá en cuenta la necesidad de una represen-
tación equilibrada de los géneros sobre la base de los principios de igualdad y no 
discriminación.

5. El Subcomité para la Prevención no podrá tener dos miembros de la misma nacio-
nalidad.

6. Los miembros del Subcomité para la Prevención ejercerán sus funciones a título per-
sonal, actuarán con independencia e imparcialidad y deberán estar disponibles para 
prestar servicios con eficacia en el Subcomité para la Prevención.
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Artículo 6

1. Cada Estado Parte podrá designar, de confirmar con el párrafo 2 del presente artí-
culo, hasta dos candidatos que posean las calificaciones y satisfagan los requisitos 
indicados en el artículo 5, y, al hacerlo, presentarán información detallada sobre las 
calificaciones de los candidatos.

2. a) Los candidatos deberán tener la nacionalidad de un Estado Parte en el presente 
Protocolo; b) Al menos uno de los dos candidatos deberá tener la nacionalidad del 
Estado Parte que lo proponga; c) No se podrá proponer la candidatura de más de 
dos nacionales de un Estado Parte; d) Un Estado Parte, antes de proponer la candida-
tura de un nacional de otro Estado Parte, deberá solicitar y obtener el consentimien-
to de éste.

3. Al menos cinco meses antes de la fecha de la reunión de los Estados Partes en que 
deba procederse a la elección, el Secretario General de las Naciones Unidas enviará 
una carta a los Estados Partes invitándoles a que presenten sus candidaturas en un 
plazo de tres meses. El Secretario General presentará una lista por orden alfabético 
de todos los candidatos designados de este modo, indicando los Estados Parte que 
lo hayan designado.

Artículo 7

1. La elección de los miembros del Subcomité para la Prevención se efectuará del 
modo siguiente: 

a) La consideración primordial será que los candidatos satisfagan los requisitos y 
criterios del artículo 5 del presente Protocolo;

b) La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha de la 
entrada en vigor del presente Protocolo;

c) Los Estados Partes elegirán a los miembros del Subcomité para la Prevención en 
votación secreta;

d) Las elecciones de los miembros del Subcomité para la Prevención se celebrarán 
en reuniones bienales de los Estados Partes convocadas por el Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas. En estas reuniones, para las cuales el quórum estará 
constituido por los dos tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos 
miembros del Subcomité para la Prevención los candidatos que obtengan el ma-
yor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de 
los Estados Partes presentes y votantes.

2. Si durante el proceso de selección se determina que dos nacionales de un Estado 
Parte reúnen las condiciones establecidas para ser miembros del Subcomité para la 
Prevención, el candidato que reciba el mayor número de votos será elegido miem-
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bro del Subcomité para la Prevención. Si ambos candidatos obtienen el mismo nú-
mero de votos se aplicará el procedimiento siguiente:

a) Si sólo uno de los candidatos ha sido propuesto por el estado Parte del que es 
nacional, quedará elegido miembro ese candidato; 

b) Si ambos candidatos han sido propuestos por el Estado Parte del que son na-
cionales, se procederá a votación secreta por separado para determinar cuál de 
ellos será miembro;

c) Si ninguno de los candidatos ha sido propuesto por el estado Parte del que son 
nacionales, se procederá a votación secreta por separado para determinar cuál 
de ellos será miembro.

Artículo 8. Si un miembro del Subcomité para la Prevención muere o renuncia, o no 
puede desempeñar sus funciones en el Subcomité para la Prevención por cualquier otra 
causa, el Estado Parte que haya presentado su candidatura podrá proponer a otra perso-
na que posea las calificaciones y satisfaga los requisitos indicados en el artículo 5, tenien-
do presente la necesidad de mantener un equilibrio adecuado entre las distintas esferas 
de competencia, para que desempeñe sus funciones hasta la siguiente reunión de los 
Estados Partes, con sujeción a la aprobación de la mayoría de dichos Estados. Se conside-
rará otorgada dicha aprobación salvo que la mitad o más de los Estados Partes respondan 
negativamente dentro de un plazo de seis semanas a contar del momento en que el 
Secretario General de las Naciones Unidas les comunique la candidatura propuesta.

Artículo 9. Los miembros del Subcomité para la Prevención serán elegidos por un 
mandato de cuatro años.

Podrán ser reelegidos una vez si se presenta de nuevo su candidatura. El mandato de 
la mitad de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años: 
inmediatamente después de la primera elección, el Presidente de la reunión a que se 
hace referencia en el apartado d) del párrafo 1 del artículo 7 designará por sorteo los 
nombres de esos miembros.

Artículo 10

1. El Subcomité para la Prevención elegirá su Mesa por un mandato de dos años. Los 
miembros de la Mesa podrán ser reelegidos. 

2. El Subcomité para la Prevención establecerá su propio reglamento, que dispondrá, 
entre otras cosas, lo siguiente:

a) La mitad más uno de sus miembros constituirán quórum;
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b) Las decisiones del Subcomité para la Prevención se tomarán por mayoría de votos 
de los miembros presentes;

c) Las sesiones del Subcomité para la Prevención serán privadas.

3. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la reunión inicial del Subco-
mité para la Prevención. Después de su reunión inicial, el Subcomité para la Preven-
ción se reunirá en las ocasiones que determine su reglamento. El Subcomité para la 
Prevención y el Comité contra la Tortura celebrarán sus períodos de sesiones simul-
táneamente al menos una vez al año.

PARTE III

Mandato del Subcomité para la Prevención

Artículo 11. El mandato del Subcomité para la Prevención será el siguiente:

a) Visitar los lugares mencionados en el artículo 4 y hacer recomendaciones a los Estados 
Partes en cuanto a la protección de las personas privadas de su libertad contra la tor-
tura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

b) Por lo que respecta a los mecanismos nacionales de prevención:

i) Asesorar y ayudar a los Estados Partes, cuando sea necesario, a establecerlos;

ii) Mantener contacto directo, de ser necesario confidencial, con los mecanismos 
nacionales de prevención y ofrecerles formación y asistencia técnica con miras a 
aumentar su capacidad;

iii) Ayudar y asesorar a los mecanismos nacionales de prevención en la evaluación 
de las necesidades y las medidas destinadas a fortalecer la protección de per-
sonas privadas de su libertad contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes;

iv) Hacer recomendaciones y observaciones a los Estados Partes con miras a refor-
zar la capacidad y el mandato de los mecanismos nacionales para la prevención 
de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

c) Cooperar, para la prevención de la tortura en general, con los órganos y mecanis-
mos pertinentes de las Naciones Unidad así como con instituciones u organizacio-
nes internacionales, regionales y nacionales cuyo objeto sea fortalecer la protección 
de todas las personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.
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Artículo 12. A fin de que el Subcomité para la Prevención pueda cumplir el mandato 
establecido en el artículo 11, los Estados Partes se comprometen a: 

a) Recibir al Subcomité para la Prevención en su territorio y darle acceso a todos los 
lugares de detención definidos en el artículo 4 del presente Protocolo;

b) Compartir toda la información pertinente que el Subcomité para la Prevención so-
licite para evaluar las necesidades y medidas que deben adoptarse con el fin de 
fortalecer la protección de las personas privadas de su libertad contra la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

c) Alentar y facilitar los contactos entre el Subcomité para la Prevención y los mecanis-
mos nacionales de prevención;

d) Examinar las recomendaciones del Subcomité para la Prevención y entablar un diá-
logo con éste sobre las posibles medidas de aplicación.

Artículo 13

1. El Subcomité para la Prevención establecerá, primeramente por sorteo, un progra-
ma de visitas periódicas a los Estados Partes para dar cumplimiento a su mandato de 
conformidad con el artículo 11.

2. Tras celebrar las consultas oportunas, el Subcomité para la Prevención notificará su 
programa a los Estados Partes para que éstos puedan, sin demora, adoptar las dispo-
siciones prácticas necesarias para la realización de las visitas.

3. Las visitas serán realizadas por dos miembros como mínimo del Subcomité para la 
Prevención. Estos miembros podrán ir acompañados, si fuere necesario, de expertos 
de reconocida experiencia y conocimientos profesionales acreditados en las mate-
rias a que se refiere el presente Protocolo, que serán seleccionados de una lista de 
expertos preparada de acuerdo con las propuestas hechas por los Estados Partes, la 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
y el Centro de las Naciones Unidas para la Prevención Internacional del Delito. Para 
la preparación de esta lista, los Estados Partes interesados propondrán un máximo 
de cinco expertos nacionales. El Estado parte de que se trate podrá oponerse a la 
inclusión de un determinado experto en la visita, tras lo cual el Subcomité para la 
Prevención propondrá el nombre de otro experto.

4. El Subcomité para la Prevención, si lo considera oportuno, podrá proponer una bre-
ve visita de seguimiento después de la visita periódica.
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Artículo 14

1. A fin de que el Subcomité para la Prevención pueda desempeñar su mandato, los 
Estados Partes en el presente protocolo se comprometen a darle:

a) Acceso sin restricciones a toda la información acerca del número de personas 
privadas de su libertad en lugares de detención según la definición del artículo 4 
y sobre el número de lugares y su emplazamiento;

b) Acceso sin restricciones a toda información relativa al trato de esas personas y a 
las condiciones de su detención;

c) Con sujección a lo dispuesto en el párrafo 2 infra, acceso sin restricciones a todos 
los lugares de detención y a sus instalaciones y servicios;

d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su libertad, sin testigos, 
personalmente o con la asistencia de un intérprete en caso necesario, así como 
con cualquier otra persona que el Subcomité para la Prevención considere que 
pueda facilitar información pertinente;

e) Libertad para seleccionar los lugares que desee visitar y las personas a las que 
desee entrevistar.

2. Sólo podrá objetarse a una visita a un determinado lugar de detención por razones 
urgentes y apremiantes de defensa nacional, seguridad pública, catástrofes natura-
les o disturbios graves en el lugar que deba visitarse, que impidan temporalmente 
la realización de esta visita. El Estado Parte no podrá hacer valer la existencia de un 
estado de excepción como tal para oponerse a una visita.

Artículo 15. Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o tolerará san-
ción alguna contra una persona u organización por haber comunicado al Subcomité para 
la Prevención o a sus miembros cualquier información, ya sea verdadera o falsa, y ninguna 
de estas personas u organizaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo.

Artículo 16

1. El Subcomité para la Prevención comunicará sus recomendaciones y observaciones 
con carácter confidencial al Estado parte y, si fuera oportuno, al mecanismo nacional 
de prevención.

2. El Subcomité para la Prevención publicará su informe, juntamente con las posibles 
observaciones del Estado Parte interesado, siempre que el Estado Parte le pida que lo 
haga. Si el Estado Parte hace pública una parte del informe, el Subcomité para la Pre-
vención podrá publicar el informe en su totalidad o en parte. Sin embargo, no podrán 
publicarse datos personales sin el consentimiento expreso de la persona interesada.
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3. El Subcomité para la Prevención presentará un informe público anual sobre sus acti-
vidades al Comité contra la Tortura. 

4. Si el Estado Parte se niega a cooperar con el Subcomité para la Prevención de con-
formidad con los artículos 12 y 14, o a tomar medidas para mejorar la situación con 
arreglo a las recomendaciones del Subcomité para la Prevención, el Comité contra 
la Tortura podrá, a instancias del Subcomité para la Prevención, decidir por mayoría 
de sus miembros, después de que el Estado Parte haya tenido oportunidad de dar 
a conocer sus opiniones, hacer una declaración pública sobre la cuestión o publicar 
el informe del Subcomité para la Prevención.

PARTE IV

Mecanismos nacionales de prevención

Artículo 17. Cada Estado Parte mantendrá, designará o creará, a más tardar un año 
después de la entrada en vigor del presente Protocolo o de su ratificación o adhesión, 
uno o varios mecanismos nacionales independientes para la prevención de la tortura a 
nivel nacional. Los mecanismos establecidos por entidades descentralizadas podrán ser 
designados mecanismos nacionales de prevención a los efectos del presente Protocolo 
si se ajustan a sus disposiciones.

Artículo 18

1. Los Estados partes garantizarán la independencia funcional de los mecanismos na-
cionales de prevención, así como la independencia de su personal.

2. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias a fin de garantizar que los ex-
pertos del mecanismo nacional de prevención tengan las aptitudes y los conoci-
mientos profesionales requeridos. Se tendrá igualmente en cuenta el equilibrio de 
género y la adecuada representación de los grupos étnicos y minoritarios del país.

3. Los Estados Partes se comprometen a proporcionar los recursos necesarios para el 
funcionamiento de los mecanismos nacionales de prevención.

4. Al establecer los mecanismos nacionales de prevención, los Estados Partes tendrán 
debidamente en cuenta los Principios relativos al estatuto de las instituciones nacio-
nales de promoción y protección de los derechos humanos.
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Artículo 19. Los mecanismos nacionales de prevención tendrán como mínimo las si-
guientes facultades:

a) Examinar periódicamente el trato de las personas privadas de su libertad en lugares de 
detención, según la definición del artículo 4, con miras a fortalecer, si fuera necesario, su 
protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes;

b) Hacer recomendaciones a las autoridades competentes con objeto de mejorar el 
trato y las condiciones de las personas privadas de su libertad y de prevenir tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, tomando en consideración 
las normas pertinentes de las Naciones Unidas;

c) Hacer propuestas y observaciones acerca de la legislación vigente o de los proyectos 
de ley en la materia.

Artículo 20

A fin de que los mecanismos nacionales de prevención puedan desempeñar su manda-
to, los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a darles:

a) Acceso a toda la información acerca del número de personas privadas de su libertad 
en lugares de detención según la definición del artículo 4 y sobre el número de lu-
gares de detención y su emplazamiento;

b) Acceso a toda la información relativa al trato de esas personas y a las condiciones de 
su detención;

c) Acceso a todos los lugares de detención y a sus instalaciones y servicios;

d) Posibilidad de entrevistarse con las personas privadas de su libertad, sin testigos, 
personalmente o con la asistencia de un intérprete en caso necesario, así como con 
cualquier otra persona que el mecanismo nacional de prevención considere que 
pueda facilitar información pertinente; 

e) Libertad para seleccionar los lugares que deseen visitar y las personas a las que de-
seen entrevistar;

f ) El derecho a mantener contactos con el Subcomité para la Prevención, enviarle in-
formación y reunirse con él.

Artículo 21

1. Ninguna autoridad o funcionario ordenará, aplicará, permitirá o tolerará sanción 
alguna contra una persona u organización por haber comunicado al mecanismo 
nacional de prevención cualquier información, ya sea verdadera o falsa y ninguna de 
estas personas u organizaciones sufrirá perjuicios de ningún tipo por este motivo.
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2. La información confidencial recogida por el mecanismo nacional de prevención ten-
drá carácter reservado. No podrán publicarse datos personales sin el consentimiento 
expreso de la persona interesada.

Artículo 22. Las autoridades competentes del Estado Parte interesado examinarán las 
recomendaciones del mecanismo nacional de prevención y entablarán un diálogo con 
este mecanismo acerca de las posibles medidas de aplicación.

Artículo 23. Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a publicar y 
difundir los informes anuales de los mecanismos nacionales de prevención.

PARTE V

Declaración

Artículo 24
1. Una vez ratificado el presente Protocolo, los Estados Partes podrán hacer una decla-

ración para aplazar el cumplimiento de sus obligaciones en virtud de la parte III o de 
la parte IV.

2. Este aplazamiento tendrá validez por un período máximo de tres años. Una vez que 
el Estado Parte haga las presentaciones del caso y previa consulta con el Subcomité 
para la Prevención, el Comité contra la Tortura podrá prorrogar este período por 
otros dos años.

PARTE VI

Disposiciones financieras

Artículo 25
1. Los gastos que efectúe el Subcomité para la Prevención en la aplicación del presente 

Protocolo serán sufragados por las naciones Unidas.

2. El Secretario General de la Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios 
necesarios para el desempeño eficaz de las funciones asignadas al Subcomité para 
la Prevención en virtud del presente Protocolo.
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Artículo 26
1. Se creará un Fondo Especial con arreglo a los procedimientos de la Asamblea gene-

ral en la materia, que será administrado de conformidad con el Reglamento Finan-
ciero y Reglamentación Financiera Detallada de las Naciones Unidas, para contribuir 
a financiar la aplicación de las recomendaciones del Subcomité para la Prevención a 
un Estado Parte después de una visita, así como los programas de educación de los 
mecanismos nacionales de prevención.

2. Este Fondo Especial podrá estar financiado mediante contribuciones voluntarias de 
los gobiernos, organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales y otras 
entidades privadas o públicas.

PARTE VII

Disposiciones finales

Artículo 27
1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados que hayan firma-

do la Convención.

2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier Estado que haya ratifi-
cado la Convención o se haya adherido a ella. Los instrumentos de ratificación serán 
depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de todos los Estados que hayan 
ratificado la Convención o se hayan adherido a ella. 

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

5. El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados que 
hayan firmado el presente Protocolo o se hayan adherido a él el depósito de cada 
uno de los instrumentos de ratificación o adhesión.

Artículo 28
1. El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 

haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o adhesión en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él después de 
haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas, el presente Protocolo entrará 
en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que ese Estado haya depositado su 
instrumento de ratificación o de adhesión.
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Artículo 29. Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas las par-
tes componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna.

Artículo 30. No se admitirán reservas al presente Protocolo.

Artículo 31. Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a las obligaciones 
que los Estados Partes puedan haber contraído en virtud de una convención regional 
que instituya un sistema de visitas a los lugares de detención.

Se alienta al Subcomité para la Prevención y a los órganos establecidos con arreglo 
a esas convenciones regionales a que se consulten y cooperen entre sí para evitar dupli-
caciones y promover efectivamente los objetivos del presente Protocolo.

Artículo 32. Las disposiciones del presente Protocolo no afectarán a las obligaciones 
de los Estados Partes en virtud de los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto 
de 1949 y sus Protocolos adicionales de 8 de junio de 1977 o la posibilidad abierta a 
cualquier Estado Parte de autorizar al Comité Internacional de la Cruz Roja a visitar 
los lugares de detención en situaciones no comprendidas en el derecho internacional 
humanitario.

Artículo 33

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo en cualquier momento 
mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien informará seguidamente a los demás Estados Partes en el presente Protocolo 
y la Convención. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la 
notificación haya sido recibida por el Secretario General.

2. Esta denuncia no eximirá al Estado Parte de las obligaciones que le impone el pre-
sente Protocolo con respecto a cualquier acción o situación ocurrida antes de la 
fecha en que haya surtido efecto la denuncia o las medidas que el Subcomité para 
la Prevención haya decidido o decida adoptar en relación con el Estado Parte de que 
se trate, ni la denuncia entrañará tampoco la suspensión del examen de cualquier 
asunto que el Subcomité para la Prevención haya empezado a examinar antes de la 
fecha en que surta efecto la denuncia.

3. A partir de la fecha en que surta efecto la denuncia del Estado Parte, el Subcomité 
para la Prevención no empezará a examinar ninguna cuestión nueva relativa a 
dicho Estado.
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Artículo 34

1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo podrá proponer enmiendas y deposi-
tarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General 
comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes en el presente Protoco-
lo, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de 
Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y someterlas a votación. Si en 
el plazo de cuatro meses a partir de la fecha de la comunicación un tercio al menos 
de los Estados Partes se declara a favor de la convocación, el Secretario General 
convocará la conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda 
adoptada por una mayoría de dos tercios de los Estados partes presentes y votantes 
en la conferencia será sometida por el Secretario General a todos los Estados Partes 
para su aceptación.

2. Una enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo en-
trará en vigor cuando haya sido aceptada por una mayoría de dos tercios de los 
Estados Partes en el presente Protocolo, de conformidad con sus respectivos proce-
dimientos constitucionales.

3. Las enmiendas, cuando entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes 
que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados 
por las disposiciones del presente Protocolo y por las enmiendas anteriores que ha-
yan aceptado.

Artículo 35. Se reconocerá a los miembros del Subcomité para la Prevención y de los 
mecanismos nacionales de prevención las prerrogativas e inmunidades que sean nece-
sarias para el ejercicio independiente de sus funciones. Se reconocerá a los miembros 
del Subcomité para la Prevención las prerrogativas e inmunidades especificadas en la 
sección 22 de la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las Naciones Unidad, 
de 13 de febrero de 1946, con sujeción a las disposiciones de la sección 23 de dicha 
Convención.

Artículo 36. Durante la visita a un Estado Parte, y sin perjuicio de las disposiciones y 
objetivos del presente Protocolo y de las prerrogativas e inmunidades de que puedan 
gozar, los miembros del Subcomité para la Prevención deberán:

a) Observar las leyes y los reglamentos del Estado visitado;
b) Abstenerse de toda acción o actividad incompatible con el carácter imparcial e in-

ternacional de sus funciones.
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Artículo 37

1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticos, será depositado en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones remitirá copias certificadas del presente Proto-
colo a todos los Estados.



}
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Declaración Universal de Derechos Humanos

Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 de 
diciembre de 1948.

PREÁMBULO

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el recono-
cimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los 
miembros de la familia humana, 
Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han 
originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad; y que se ha 
proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un munv-
do en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad 
de palabra y de la libertad de creencias, 
Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de 
Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión 
contra la tiranía y la opresión, 
Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre 
las naciones,
Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en 
los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y 
en la igualdad de derechos de hombres y mujeres; y se han declarado resueltos a promover 
el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad,
Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en coope-
ración con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los 
derechos y libertades fundamentales del hombre, y 
Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la ma-
yor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso, 

LA ASAMBLEA GENERAL

Proclama la presente Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común 
por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los indi-
viduos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, me-
diante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, 
por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y apli-
cación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como 
entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.
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Artículo 1. Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, 
dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos 
con los otros.

Artículo 2. Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declara-
ción, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cual-
quier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición.

Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 
internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se 
trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no 
autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía.

Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 
persona. 

Artículo 4. Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud y la trata 
de esclavos están prohibidas en todas sus formas.

Artículo 5. Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes.

Artículo 6. Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 
personalidad jurídica.

Artículo 7. Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protec-
ción de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que 
infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.

Artículo 8. Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacio-
nales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la constitución o por la ley.

Artículo 9. Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.
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Artículo 10. Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 
públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determi-
nación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra 
ella en materia penal.

Artículo 11

1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mien-
tras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se 
le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no 
fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional.

Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comi-
sión del delito.

Artículo 12. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. 

Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.

Artículo 13

1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el terri-
torio de un Estado.

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso el propio, y a regresar a 
su país.

Artículo 14

1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, 
en cualquier país. 

2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente origina-
da por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las 
Naciones Unidas.

Artículo 15

1.  Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.

2.  A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de 
nacionalidad.
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Artículo 16

1.  Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción 
alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia; y 
disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y 
en caso de disolución del matrimonio.

2.  Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse 
el matrimonio.

3.  La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la 
protección de la sociedad y del Estado.

Artículo 17

1.  Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.

2.  Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.

Artículo 18. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia 
y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así 
como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, 
tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia. 

Artículo 19. Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este 
derecho incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir 
informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier 
medio de expresión.

Artículo 20

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas.

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación.

Artículo 21

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o 
por medio de representantes libremente escogidos.

2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funcio-
nes públicas de su país.

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se 
expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, 
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por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que 
garantice la libertad del voto.

Artículo 22. Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad so-
cial, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta 
de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, 
sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 

Artículo 23

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones 
equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo.

2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual.

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que 
le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que 
será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.

4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus 
intereses.

Artículo 24

Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación 
razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas.

Artículo 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 
familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asis-
tencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros 
en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de 
sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos 
los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual 
protección social. 

Artículo 26

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos 
en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental 
será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acce-
so a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos.
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2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el 
fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamenta-
les; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
todos los grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de las actividades de 
las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.

3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de 
darse a sus hijos.

Artículo 27

1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comu-
nidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios 
que de él resulten.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que 
le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de 
que sea autora.

Artículo 28

Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que 
los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos.

Artículo 29

1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede 
desarrollar libre y plenamente su personalidad.

2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará 
solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegu-
rar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de 
satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general 
en una sociedad democrática.

3. Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a 
los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Artículo 30

Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere dere-
cho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar activida-
des o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades 
proclamados en esta Declaración.
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